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INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio Público.











HONORABLE SENADO:








			Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca del proyecto de reforma constitucional del rubro, iniciado por mensaje del Presidente de la República.





			A las sesiones en que vuestra Comisión estudió este proyecto asistieron también los HH. Senadores  señora María Elena Carrera y señores Sergio Bitar, Jaime Gazmuri y Carlos Letelier; los HH. Diputados señora Martita Wöerner y señores Alberto Cardemil, Juan Antonio Coloma, Andrés Chadwick, Sergio Elgueta, Alberto Espina, Luis Valentín Ferrada, Rubén Gajardo, Zarko Luksic, José Antonio Viera-Gallo y Raúl Urrutia; la señora Ministra de Justicia, doña Soledad Alvear Valenzuela,  los asesores de dicho Ministerio señores Rafael Blanco y Raúl Tavolari; los ministros de la Corte Suprema señores Servando Jordán, Hernán Alvarez,  Adolfo Bañados, Mario Garrido y Germán Valenzuela; el Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, don José Benquis. 





 			A algunas de ellas fueron también invitados los señores Claudio Osorio y Jorge Precht; la señora María Pía Guzmán y el señor Carlos Valdivieso, de la Fundación Paz Ciudadana; los señores Cristián Riego y Juan Enrique Vargas, de la Corporación de Promoción Universitaria, y los profesores y abogados señores: Raúl Bertelsen, Rector de la Universidad de Los Andes; Orlando Poblete, Director de la Escuela de Derecho de la misma Universidad; Guillermo Piedrabuena y Juan Arab, de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica de Chile; Roberto Nahum,  Director del Departamento de Derecho Procesal de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, y Alberto  Balbontín, del Instituto Chileno de Derecho Procesal.


- - - - -





CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS





			Este proyecto de reforma constitucional fue incluido en la convocatoria a la actual legislatura extraordinaria en el mismo Mensaje en que se propuso, y no tiene urgencia. 





			Por disposición del artículo 116 de la Constitución Política de la República, y como la iniciativa no incide en los capítulos I, III, VII, X, XI o XIV de la Carta, para aprobarla se requiere un quórum de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio.





- - - - -





INTRODUCCION





			La creación del Ministerio Público es el cambio más trascendental que se introduce, en el presente siglo, en el sistema de administración de justicia en lo penal, desde el establecimiento del Código de Procedimiento Penal en 1906.





			El proyecto de reforma constitucional planteado por el Gobierno no repone el Ministerio Público creado por la Ley de Organización i Atribuciones de los Tribunales, de 15 de octubre de 1875, parcialmente desmantelado por el D.F.L. Nº 426, de 1927�,  sino que incorpora un nuevo órgano del Estado, que intervendrá antes de y durante el proceso penal, para investigar las conductas constitutivas de posibles delitos y ejercer en su caso la acción penal ante el órgano jurisdiccional. La necesidad de consagrar su existencia en la Constitución Política de la República viene determinada por la circunstancia de que algunas de las funciones que pasarán al Ministerio Público están actualmente radicadas en los tribunales ordinarios.





			Vale la pena recordar que en el conjunto de enmiendas constitucionales y legales  denominado  "Reforma Judicial", propugnado por el Gobierno de don Patricio Aylwin, se incluyó un proyecto de ley orgánica del Ministerio Público (Boletín Nº  860-07) que en definitiva no prosperó y fue archivado por el Senado en agosto de 1995.





			Un proyecto de reforma constitucional sobre la misma materia que hoy nos ocupa se inició en la Cámara de Diputados en abril de 1996, mediante Mensaje ingresado con el Boletín Nº  1828-07. Sin embargo, el Ejecutivo prefirió retirarlo del trámite, no obstante el importante grado de avance y de consenso alcanzado a su respecto, para presentar al Senado la iniciativa en informe que, en una formulación más concisa, contiene aquellos puntos en que el estudio efectuado en la Cámara Baja demostró que existía un acuerdo suficientemente amplio como para garantizar el éxito del trámite legislativo.





			En atención a lo anterior, vuestra Comisión resolvió invitar a las sesiones que dedicó al conocimiento y estudio de este proyecto a los HH. Diputados integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, quienes aportaron a nuestro estudio la experiencia ganada respecto del tema en el examen que hicieron del proyecto que les tocó conocer.


- - - - -





LEGISLACION COMPARADA





BOLIVIA





			La Constitución de Bolivia de 1967 establece, en el Capítulo I del Título Quinto, artículos 124 y siguientes, el Ministerio Público como  un ente de derecho público, orgánico y jerárquico, con independencia funcional, que tiene por finalidad promover la acción de la justicia, defender la legalidad, los intereses del Estado y la sociedad, conforme a lo establecido en la propia Constitución y en las leyes.





 			Representa al Estado y a la sociedad en el marco de la ley, se ejerce por las Comisiones que designen las cámaras y, en los casos establecidos por ley, por el Fiscal General, los fiscales de Sala Suprema, los fiscales de distrito, los fiscales de Sala Superior y demás funcionarios que componen dicho organismo.





 		Goza de independencia funcional, administrativa y autonomía de ejecución presupuestaria en el ejercicio de sus funciones. Esta a su cargo la Dirección de la Policía Judicial.





 		Para ser Fiscal General de la República se requiere cumplir las mismas condiciones que para ser magistrado de la Corte Suprema. El Fiscal General de la República es designado por el Congreso,  por dos tercios de votos de todos sus miembros. Ejerce sus funciones diez años improrrogables y puede ser reelegido después de un período de diez años. No puede ser destituido sino en virtud de sentencia condenatoria, previa acusación de la Cámara de Diputados y juicio en única instancia ante la Cámara de Senadores.





		El Fiscal General de la República debe informar al Poder Legislativo, por lo menos una vez al año y puede ser citado en cualquier momento por las Comisiones del Poder Legislativo.





 		La regulación de la estructura, organización y funcionamiento del Ministerio Público son entregadas a la ley común.





BRASIL





			En el Capítulo IV del Título IV, la Constitución brasileña de 1988 consagra el Ministerio Público, estableciendo que se trata de una institución permanente, esencial para la función jurisdiccional del Estado, a la que incumbe la defensa del orden jurídico, del régimen democrático y de los intereses sociales e individuales.





			Indica que sus principios institucionales son la unidad, la indivisibilidad y la independencia funcional, y le asegura autonomía funcional y administrativa.





			El Ministerio Público brasileño tiene por jefe al Procurador General de la República, que es nombrado y destituido por el Presidente de la República, con la aprobación de la mayoría absoluta de los miembros del Senado Federal. Dura dos años en el cargo, permitiéndose una renovación.





			La Constitución señala las garantías y prohibiciones que afectan a los miembros del Ministerio Público.





			Sus funciones más importantes son las siguientes:





I.- Promover, privativamente, la acción penal pública, en la forma que señale la ley;





II.- Velar por el efectivo respeto de los Poderes Públicos y de los servicios de relevancia pública, a los derechos garantizados en la Constitución, impulsando las medidas necesarias;





III.- Promover la demanda civil y la acción civil pública, para la protección del patrimonio público y social, del medio ambiente y de otros intereses colectivos;





IV.- Promover la acción de inconstitucionalidad o la petición para la intervención de la Unión y de los Estados, en los casos previstos en la Constitución;





V.- Defender judicialmente los derechos y los intereses de la población indígena;





VI.- Expedir notificaciones en los procedimientos administrativos de su competencia, solicitando informes y documentos para instruirlos;





VII.- Ejercer un control externo de la actividad policial, y





VIII.- Requerir diligencias de investigación.





COLOMBIA


			La Constitución colombiana de 1991 distribuye funciones y competencias propias del ministerio público, entre la Fiscalía General y el Ministerio Público propiamente tal.





			El Ministerio Público es dirigido por el Procurador General de la Nación, quien es elegido por el Senado para un período de cuatro años, de una terna propuesta por el Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado.





			Las principales funciones del Procurador General de la Nación son:





- Vigilar el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos;





- Proteger los derechos humanos y asegurar su efectividad, con el auxilio del Defensor del Pueblo;





- Defender los intereses de la sociedad y los intereses colectivos, en especial los relativos al ambiente;





- Velar por el ejercicio de las funciones administrativas;





- Ejercer vigilancia en la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas;





- Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o administrativas, cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales.





			La Ley Suprema brasileña encomienda a la ley común determinar lo relativo a la estructura y funcionamiento de la Procuraduría General de la Nación y regular lo atinente al ingreso y retiro del servicio, a las inhabilidades, incompatibilidades, denominación, calidades, remuneración y al régimen disciplinario de los funcionarios de dicho organismo.





			Dispone que los agentes del Ministerio Público tienen las mismas calidades, categorías, remuneraciones y derechos de los magistrados y jueces de mayor jerarquía ante quienes ejerzan su cargo.





			Establece que el Defensor del Pueblo formará parte del Ministerio Público y ejercerá sus funciones bajo la dirección del Procurador General de la Nación. 





			Por su parte, corresponde a la Fiscalía General, de oficio o previa denuncia o querella, investigar los delitos y acusar a los presuntos infractores ante los juzgados y tribunales competentes. Se exceptúan los delitos cometidos por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. La Fiscalía General está integrada por el Fiscal General, los fiscales delegados y los demás funcionarios que determina la ley.


 			El Fiscal General es elegido para un período de cuatro años por la Corte Suprema de Justicia, de una terna enviada por el Presidente de la República, y no podrá ser reelegido. Debe reunir las mismas calidades exigidas para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. La Fiscalía General de la Nación forma parte del Poder Judicial y tiene autonomía administrativa y presupuestaria.





 			Son sus atribuciones principales:





1. Asegurar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal y tomar las medidas necesarias para el restablecimiento del derecho y para la indemnización de los perjuicios ocasionados por el delito.


2. Calificar y declarar precluidas las investigaciones realizadas.


3. Dirigir y coordinar las funciones de la policía judicial.





4. Velar por la protección de las víctimas, testigos e intervinientes en el proceso.


 			El Fiscal General y los delegados tienen competencia en todo el territorio. La Fiscalía General está obligada a investigar tanto lo favorable como lo desfavorable al imputado, y a respetar sus derechos fundamentales y las garantías procesales que le asisten.


 			Corresponde especialmente al Fiscal General:


1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, a los altos funcionarios que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución.


2. Nombrar y remover, de conformidad con la ley, a los empleados bajo su dependencia.


3. Participar en el diseño de la política del Estado en materia criminal y presentar proyectos de ley al respecto.


4. Otorgar atribuciones transitorias a entes públicos que puedan cumplir funciones de policía judicial, bajo la responsabilidad y dependencia funcional de la Fiscalía General.


5. Suministrar al Gobierno información sobre las investigaciones que se estén adelantando, cuando sea necesaria para la preservación del orden público.


 			No es posible suprimir, ni modificar los organismos ni las funciones básicas de acusación y juzgamiento de la Fiscalía General, ni aún durante los estado de excepción.





 			Al igual que en el caso del denominado Ministerio Público, se encomienda a la ley determinar lo relativo a la estructura y funcionamiento de la Fiscalía General de la Nación, al ingreso y al retiro del servicio, a la carrera funcionaria, a las inhabilidades e incompatibilidades, denominación, calidades, remuneración, prestaciones sociales y régimen disciplinario de los funcionarios y empleados.


MEXICO





			La Constitución Política de México de 1917, actualizada a 1995, dispone en el artículo 102 que la investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público, el cual se auxiliará con una policía que estará bajo su autoridad y mando inmediato.





			Se encarga a la ley organizar el Ministerio Público de la Federación, cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por el Ejecutivo.





			 Se dispone que estará presidido por el Procurador General de la República, designado por el titular del Ejecutivo con ratificación del Senado, que podrá ser removido libremente por el Ejecutivo.


			Se establece que las resoluciones mediante las cuales el Ministerio Público decida no ejercer la acción penal o desistirse de ella, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional, en los términos que establezca la ley.





			De sus atribuciones cabe destacan las siguientes: perseguir todos los delitos de orden federal; solicitar las órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con toda regularidad para que la administración de justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas, e intervenir en todos los negocios que la ley determine. El Procurador General de la República interviene personalmente en las contiendas constitucionales que se susciten entre distintas autoridades y órganos de la Federación y de los Estados, cuyo conocimiento sea de competencia de la Corte Suprema.





			Finalmente, se consagra la responsabilidad del Procurador General de la República y de sus agentes por toda falta, omisión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones.





PERU





 			La Constitución peruana de 1993 tiene un Capítulo X, reservado al Ministerio Público, que es consagrado como un órgano autónomo.





 			A su cabeza se halla el Fiscal de la Nación, que es elegido por la Junta de Fiscales Supremos. Dura tres años en el cargo  y es reelegible sólo por otros dos.   Los miembros del Ministerio Público tienen los mismos derechos y prerrogativas y están sujetos a las mismas obligaciones e incompatibilidades que los del Poder Judicial. Su nombramiento está sujeto a requisitos y procedimientos idénticos a los de los miembros del mencionado poder del Estado.





 			Dispone el artículo 91 que, entre otros, los miembros del Ministerio Público no pueden ser elegidos congresistas si no han dejado el cargo seis meses antes de la elección.











 			Corresponde al Ministerio Público:





1.	Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho.





2.	Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta administración de justicia.





3.	Representar en los procesos judiciales a la sociedad.





4.	Conducir desde su inicio la investigación del delito.  Con tal propósito, la policía está obligada a cumplir los mandatos del Ministerio Público en el ámbito de su función.





5.	Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte.





6.	Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los casos que la ley contempla.





7.	Tiene iniciativa en la formación de las leyes y debe dar cuenta al Congreso, o al Presidente de la  República, de los vacíos o defectos que detecte en  la legislación.





ESPAÑA





			La Constitución española de 1978 trata del Ministerio Público dentro del Título VI, relativo al Poder Judicial.





			El Ministerio Fiscal español tiene como misión promover la acción de la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, así como velar por la independencia de los tribunales y procurar ante éstos la satisfacción del interés social.





			Este organismo ejerce sus funciones conforme a los principios de unidad de actuación, dependencia jerárquica, legalidad e imparcialidad. Su estatuto orgánico es regulado por la ley.





			El Fiscal General del Estado es nombrado por el Rey, a propuesta del Gobierno, oído el Consejo General del Poder Judicial.





			Los fiscales, así como los jueces y magistrados, no pueden desempeñar otros cargos públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos. La ley establece el régimen de incompatibilidades de los miembros del Poder Judicial, y asegura la total independencia de los mismos.








ITALIA





			La Constitución italiana de 1947, en su artículo 112, ubicado dentro del título referente a la Magistratura,  consagra el Ministerio Fiscal y le encarga como misión ejercitar la acción penal. Los artículos 107 y 108 garantizan a sus integrantes inamovilidad e independencia. Lo demás queda entregado al ámbito de la potestad legislativa.





PORTUGAL





			La Carta Fundamental portuguesa regula, en su Capítulo IV, las funciones, estatuto propio y organización del Ministerio Fiscal. En el artículo 224 dispone que a él compete representar al Estado, ejercer la acción penal, defender la legalidad democrática y los intereses que la ley determine.





			Organiza la entidad sobre la base de magistrados responsables y jerárquicamente subordinados encargando a la ley regular lo relativo a sus traslados, suspensiones, jubilaciones y destituciones.





			El artículo 226 preceptúa que el órgano superior del Ministerio Fiscal será la Fiscalía General de la República, presidida por el fiscal general.





ALEMANIA y FRANCIA


			Cabe destacar que en estos países el Ministerio Público no es consagrado a nivel constitucional, sino que su regulación la hacen leyes especiales.


EL MENSAJE





			El Presidente de la República expresa que se encuentra convencido de la necesidad de materializar en el ámbito judicial una modernización que permita adecuar su institucionalidad a los procesos de desarrollo político, económico y social que ha experimentado nuestro país en las últimas décadas. 





			El Mensaje señala que el Ministerio Público es elemento indispensable del prototipo de procedimiento penal que se instaura en el proyecto de nuevo Código de Procedimiento Penal, en estudio actualmente en la Cámara de Diputados (Boletín Nº 1630-07). En ese nuevo Código se reemplaza el modelo vigente, de tipo predominantemente inquisitivo, en que están concentradas en un mismo órgano, el juez de primera instancia, las funciones de investigar, acusar,  juzgar y resolver, por otro, de carácter acusatorio, en que se separan las funciones de investigar y acusar y la de sentenciar, y que culmina en un juicio oral ante un tribunal colegiado, el cual valora la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.





			El proyecto consta de un artículo único, dividido en once numerales, que contienen enmiendas a los artículos 54, 73, 75, 78 y 79 y al epígrafe del Capítulo VI de la Carta Fundamental, y que agregan los artículos nuevos 80 bis, 80 bis A y 80 bis B y dos nuevas disposiciones transitorias: la Trigesimasexta y la Trigesimaséptima. 





			El Ministerio Público se perfila en el proyecto como un organismo autónomo, esto es, que no depende de alguno de los poderes del Estado; si bien se le inserta en el capítulo relativo al Poder Judicial, se deja establecido que la Corte Suprema no ejercerá sobre él superintendencia directiva, correccional ni económica, puesto que como no forma parte de dicho poder del Estado no se le confieren funciones jurisdiccionales.





			A la entidad le corresponderán las funciones básicas de investigar los delitos que se cometan, de formular la acusación ante el tribunal del crimen y de sustentarla en el juicio oral. Será titular de la acción penal pública. 





			La dirección superior es entregada a un organismo colegiado, el Consejo Superior, integrado por nueve miembros:  dos elegidos por el Senado, dos por la Cámara de Diputados y tres por la Corte Suprema, en cada caso en una sola votación en que resultan elegidos quienes obtengan las primeras mayorías, y dos designados por el Presidente de la República.





			Se prevé la existencia de un Fiscal Nacional, designado por el Consejo Superior, que estará encargado de conducir la gestión de la entidad.





			Por último,  la propuesta indica que existirán fiscales regionales y encomienda a una ley orgánica constitucional determinar la organización y atribuciones de los fiscales y de otros órganos que formen parte de la estructura del Ministerio Público; se agrega que dicha ley deberá atender especialmente a los principios de descentralización y regionalización.





			Las disposiciones transitorias que se agregan a la Constitución tienen por propósito impartir ciertas directivas al legislador, en cuanto a la forma en que deberá regular los efectos en el espacio y en el tiempo de las leyes que compondrán el nuevo sistema procesal penal, toda vez que la envergadura de la reforma hace recomendable su puesta en práctica en forma gradual, por lo que durante un período se aplicarán ambos sistemas: el antiguo y el nuevo.





			Así, esas disposiciones de vigencia temporal: a) permiten al legislador poner paulatinamente en efectividad, en las diversas regiones del país, las leyes que darán vida al nuevo sistema procesal penal; b) le instruyen para apartarse de las reglas dadas por la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes,  de 7 de octubre de 1861, en cuanto al alcance de las leyes procesales, de modo tal que las normas actualmente vigentes sobre instrucción y juzgamiento penal sigan vigentes y sean aplicadas a las causas iniciadas y a los hechos ocurridos bajo su imperio, hasta la conclusión definitiva de los respectivos procesos; en tanto que las nuevas reglas serán aplicadas exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigor del nuevo régimen; c) todo ello sin perjuicio de aplicar de inmediato, en todos los procesos penales, las disposiciones que establezcan derechos y garantías en materia de medidas cautelares personales, y d) como corolario de esas regulaciones, se estipula que los preceptos constitucionales actuales conservarán su vigencia, para evitar que las leyes del sistema procesal penal antiguo que continuarán aplicándose sean impugnadas de inconstitucionalidad.





- - - - -





DISPOSICIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES VINCULADAS





Constitución Política de la República:





Artículo 54: Señala quiénes no pueden ser candidatos a parlamentarios y fija en un año la duración de esas inhabilidades. 





Artículo 73: Consagra la facultad de los tribunales de impartir órdenes a la Fuerza Pública para practicar actos de instrucción que decreten en los procesos que conozcan;





Artículo 75: Señala los preceptos generales a que deberá atenerse la ley en materia de nombramiento de ministros, jueces y fiscales. 





Artículo 78: Prohibe la detención de ministros, jueces y fiscales sin orden de tribunal competente. 





Artículo 79: Establece la facultad de superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema sobre los tribunales de la Nación. 





Ley de 15 de octubre de 1875 sobre organización i atribuciones de los tribunales de justicia, que estableció el Ministerio Público, conformado por el fiscal de la Corte Suprema, los fiscales de las Cortes de Apelaciones y los promotores fiscales en los juzgados de primera instancia.





El artículo 32 de la ley Nº 7.200 autorizó al Presidente de la República para refundir en un solo texto la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales y todas las leyes que la modificaban o complementaban, pudiendo dar a sus preceptos la redacción necesaria para coordinarlos y la respectiva numeración. Esa ley, signada con el Nº 7.421, es el Código Orgánico de Tribunales.





D.F.L. Nº 426, de 1927, que declaró vacantes los cargos de promotores fiscales y radicó en el juez la función de acusar que correspondía a aquéllos.





Código Orgánico de Tribunales:





- artículo 58: trata del número de fiscales en las Cortes de Apelaciones





- artículo 93: establece que en la Corte Suprema habrá un fiscal





- artículo 102: dispone que los fiscales de Cortes concurren a la audiencia pública de inauguración del año judicial





- artículo 230: prohibe ventilar ante árbitros causas en que deba ser oído el Ministerio Público 





- artículo 330: manda a los jueces que tengan noticia de posibles irregularidades cometidas por oficiales del Ministerio Público, comunicarlo a quien corresponda para que se entable la acusación a que haya lugar





- artículo 338: faculta al Ministerio Público para requerir a los tribunales superiores a fin de que inicien un juicio de amovilidad





- artículo 339: prescribe que en el juicio de amovilidad se debe oír al Ministerio Público





- Título XI, párrafo 1, El Ministerio Público, artículos 350 a 364: contiene las principales disposiciones vigentes sobre la materia 





- artículo 459: regula el nombramiento de los oficiales del Ministerio Público





- artículo 464: asimila los oficiales del Ministerio Público a los jueces, para efectos de las inhabilidades e incompatibilidades (artículos 256 a 261 del Código)





- artículo 469: extiende a los oficiales del Ministerio Público la incapacidad en razón del parentesco, consagrada en el artículo 258 del mismo Código, que tengan esa vinculación con un juez del tribunal ante el que actúen





- artículo 470: contempla una incompatibilidad especial entre las funciones del Ministerio Público y las eclesiásticas





- artículo 483: prohibe a los oficiales del Ministerio Público intervenir en asuntos en que tengan interés ellos, o sus parientes u otras de las personas indicadas en el artículo 195 del Código Orgánico (causales de implicancia), o en que hubieren actuado como abogados o representantes de las partes, antes de entrar en el ejercicio de sus funciones





- artículo 484: permite recusar a los oficiales del Ministerio Público que intervienen como terceros coadyuvantes, por las personas que están llamadas a proteger y defender





- artículo 494: prescribe que, además de expirar por sobrevenirles alguna incapacidad legal o por incurrir en las causales generales aplicables a todos los auxiliares de la administración de justicia (artículo 332 del Código), los oficiales del Ministerio Público cesan por caer en alguna de las incompatibilidades del artículo 470 del mismo Código





- artículo 503: impide a los secretarios y oficiales del Ministerio Público que sean abogados ejercer su profesión en asuntos en que deba intervenir dicha entidad





- artículo 568: otorga a los oficiales del Ministerio Público el derecho a asistir a las visitas periódicas de cárceles y establecimientos de detención que deben hacer los tribunales





D.L. Nº 3.425, de 1980, que modificó el Código de Justicia Militar y el Código de Procedimiento Penal, para crear el Ministerio Público Militar, a cargo de un Fiscal General Militar, cuya misión es velar por la defensa, ante los tribunales militares de tiempo de paz, del interés social comprometido en los delitos de jurisdicción de aquéllos y, en especial, del interés de las instituciones de la Defensa Nacional.  





En esa función actúa en la forma en que sus convicciones se lo dicten, formula las conclusiones que crea arregladas a la ley, oyendo el parecer que hubieren expresado el Ministro de Defensa Nacional, los Comandantes en Jefe Institucionales y el General Director de Carabineros de Chile, según el caso. 





El Fiscal General Militar podrá, para casos específicos, delegar sus funciones y atribuciones en Oficiales de Justicia de su dependencia o en otros Oficiales de Justicia de las Fuerzas Armadas o de Carabineros de Chile, siempre que unos y otros no desempeñen funciones judiciales. El oficial que actúe como delegado del Fiscal General Militar deberá atenerse a las instrucciones de carácter general o particular que éste le imparta. 





Ley Nº 18.857,  de 1989: introdujo enmiendas al Código de Procedimiento Penal, entre otras, a los artículos 20 y 75, y agregó al mismo un artículo 26 bis, atinente a la materia que nos ocupa.





El artículo 20 entrega al Ministerio Público, en la persona del fiscal de la Corte de Apelaciones correspondiente, y aún en la primera instancia, el ejercicio de la acción por injurias y calumnias a que tienen derecho los empleados públicos no sometidos al Estatuto Administrativo y los agentes diplomáticos extranjeros acreditados.





El artículo 26 bis faculta a los fiscales de las Cortes de Apelaciones para intervenir en la primera instancia en todos los juicios criminales de acción pública, cuando lo juzguen conveniente; además, autoriza al Fiscal de la Corte Suprema para ordenar a los Fiscales de las Cortes de Apelaciones que actúen en la primera instancia para efectos determinados o durante toda la tramitación de uno o más juicios, y en este último caso con las mismas atribuciones y obligaciones que el Código de Procedimiento Penal señala al Ministerio Público en dicha instancia. Se ha llegado a afirmar que esta norma restablece la actuación del Ministerio Público en primera instancia.





El artículo 75 permite al Fiscal de la Corte Suprema supervigilar el cumplimiento de las órdenes judiciales; en tal virtud podrá recabar informes, hacer inspecciones, prescribir órdenes para que los decretos judiciales sean legal y oportunamente acatados, practicar indagaciones y recibir declaraciones sin juramento, con el objeto de hacer efectiva la responsabilidad funcionaria o penal de los infractores. Se ha visto en este precepto un virtual control del referido Fiscal sobre la policía.





D.F.L. Nº 1, de Hacienda, de 1993, que contiene el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado, luego de las importantes modificaciones que le introdujo la ley Nº 19.202. 





El artículo 3º, número 5, de este cuerpo legal coloca entre las funciones del Consejo el ejercicio y sostenimiento de la acción penal respecto de los delitos indicados en el artículo 5º, cuando así lo acuerde el Consejo. 





El citado artículo 5º  se refiere al ejercicio de la acción penal pública por: 





a) crímenes y simples delitos contra la fe pública, contemplados en el Título IV, párrafos 1,2,3,4 y 6 del Libro Segundo del Código Penal; 





b) crímenes y simples delitos cometidos por funcionarios públicos o empleados de la Administración del Estado, de los gobiernos regionales, de las municipalidades, de las instituciones o servicios descentralizados territorial o funcionalmente, o de las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritarios o igualitarios, en el desempeño de sus funciones o cargos; 





c) crímenes y simples delitos contra la salud pública, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a los organismos o a las autoridades de la salud; 





d) delitos relativos a la elaboración o tráfico de sustancias estupefacientes o sicotrópicas o al uso, destino o aprovechamiento de los beneficios que de ellos provengan, cuando, a juicio del Consejo, se trate de hechos que puedan causar grave daño social, y 





e) otros crímenes o simples delitos cuando así lo acuerde el Consejo por las tres cuartas partes de sus miembros en ejercicio, por tratarse de hechos que puedan originar grave daño social o cuando sea conveniente para los intereses del Estado o de la sociedad. 





 			Esta Comisión  informante ha expresado parecer en cuanto que la función entregada al Consejo en estas normas suple la ausencia del Ministerio Público en primera instancia, en aquellos casos en que corresponde al Estado el deber de velar por el bien común �.





Otros cuerpos legales





 			Practicada una revisión de  la base de datos jurídicos de la Biblioteca del Congreso Nacional, se puede informar que otros 108 preceptos de  20 textos legales o reglamentarios, o tratados internacionales, se refieren al Ministerio Público y podrían ser afectados de alguna manera por esta reforma constitucional. Los resultados de esas búsquedas se consignan en un anexo, al final de este informe. 





 			Igual revisión se practicó respecto del nuevo Código de Procedimiento Penal, en estudio en la Cámara de Diputados, comprobándose que 113 artículos del mismo hacen referencia al Ministerio Público.





- - - - -





DISCUSION GENERAL





			Las exposiciones realizadas ante la Comisión confirmaron en el ánimo de sus miembros que el sistema de administración de justicia penal chileno se halla en crisis. Síntomas de ello son la elevada proporción de personas privadas de libertad que no están condenadas, la percepción de que hay muchos delitos no aclarados y cuyos autores no son castigados, la pasividad e insatisfacción de las víctimas, la lentitud de los procedimientos, etc.





			La razón de ser del nuevo organismo que crea el proyecto en informe es separar las funciones de investigar, acusar y sostener la acusación, que son asignadas al Ministerio Público, de la jurisdiccional, que permanece radicada en los tribunales de justicia.





			Atendido lo anterior y luego de escuchar las opiniones del Ejecutivo, de los magistrados del Poder Judicial, de los académicos y especialistas y de los representantes de las instituciones privadas que fueron invitadas, todos los integrantes de la Comisión concurrieron a prestar su aprobación a la iniciativa en informe.





			Al hacerlo tuvieron en vista la necesidad de incorporar con rango constitucional el organismo que jugará un rol preponderante en el nuevo sistema de administración de justicia penal que está en preparación. Estimaron también que la modernización de la justicia en estos aspectos contribuirá a incrementar la seguridad ciudadana, brindando un mecanismo que dé respuesta contundente y oportuna a la delincuencia.





			Con todo, los miembros de la Comisión puntualizaron que durante la discusión particular harían valer sus prevenciones y reparos en torno a aspectos determinados del proyecto, con los que no coincidían. Tal es el caso, por ejemplo, del órgano que asumirá la dirección superior del ente, de las modalidades para nombrar a los integrantes del Ministerio Público y para poner fin a sus funciones, de  las formas de hacer efectiva su responsabilidad y de la delimitación de los ámbitos de la institución, especialmente ante la justicia militar.


			Es necesario dejar constancia que el trabajo de la Comisión, así como el aporte de los demás Senadores y de los Diputados que asistieron a las sesiones en que se trató este proyecto, lo mismo que el esfuerzo de los representantes del Gobierno,  apuntaron en todo momento a confluir en un texto unánimemente acordado, que permitiera un tratamiento expedito de la iniciativa por parte del Senado y la Cámara de Diputados.





			Durante la discusión general,  la Comisión escuchó exposiciones y recibió informes de la señora Ministra de Justicia y sus asesores, de magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia y de profesores. Versiones de esas intervenciones y documentos se agregan al final del presente informe, como anexos al mismo.





- - - - -





DISCUSION PARTICULAR





			Antes de iniciar el estudio del proyecto en sus detalles el H. Senador señor Otero presentó un proyecto alternativo, por lo cual se debatió si el análisis y votación se haría sobre la base del articulado o de las ideas. Se resolvió un procedimiento mixto, en virtud del cual el examen se hizo por artículos, ordenados éstos según una secuencia lógica de las materias involucradas: creación de la institución, definición de sus funciones y de su estructura, modos de hacer los nombramientos y de separar a los fiscales de sus cargos, enmiendas a la Carta Fundamental que la adecuan a la creación de la nueva entidad y normas transitorias que regulan la entrada en vigencia en el tiempo y en el espacio de los preceptos constitucionales que dan vida a este nuevo organismo del Estado, así como de las leyes que deberán dictarse para desarrollarlas.





			Antes de proceder a la discusión particular se determinó que ésta se realizaría sobre la proposición alternativa presentada por el H. senador señor Otero, que fue complementada por los HH. Senadores señores Fernández y Larraín, todo sin perjuicio de ir considerando las observaciones formuladas por el Ejecutivo a este texto y el documento presentados por los HH. Senadores señores Hamilton y Sule que introduce modificaciones a dicha proposición.





			En el desarrollo del presente informe nos ceñiremos a un esquema temático que expone en cada caso los preceptos del mensaje inicial, describe luego la indicación alternativa y da cuenta, en fin, de la discusión habida para llegar al establecimiento de la norma concordada por unanimidad que os proponemos al final.





CREACION Y CARACTERISTICAS DEL MINISTERIO PUBLICO 





			El Mensaje, en el número 2 de su artículo único, reemplaza la denominación del capítulo VI de la Constitución, relativo al Poder Judicial, para incluir al Ministerio Público en el epígrafe; el número 3 incorpora un nuevo subtítulo, denominado "Poder Judicial", y el número 7 agrega otro subtítulo nuevo, a continuación del artículo 80, denominado "Ministerio Público". 





			El número 8 incorpora enseguida un artículo 80 bis, que crea el Ministerio Público como organismo autónomo y con patrimonio propio. 





			La indicación sustitutiva ubica las disposiciones relativas al Ministerio Público en un capítulo nuevo de la Constitución, para significar con ello, desde el inicio, la autonomía que se procura conferir al organismo. Le asigna los caracteres de autónomo y jerarquizado, sin hacer mención alguna a su patrimonio. Entrega la dirección superior del mismo a un Fiscal Nacional y estipula que en cada región administrativa del país existirán un fiscal regional y los fiscales adjuntos que determine la ley orgánica respectiva. 





 			Encomienda a esta misma ley garantizar la independencia y autonomía de los fiscales en el ejercicio de la acción penal pública y en la dirección de la investigación; definir la organización y atribuciones del organismo, y fijar las calidades y requisitos para ser fiscal, para los ascensos y para removerlos del cargo, en lo no contemplado en la Constitución.





			La Comisión aprobó crear el Ministerio Público como ente autónomo y jerarquizado.





			Se entiende por autonomía la potestad para dirigirse a si mismo, sin intervención de terceros; ella tiene una dimensión funcional, consistente en el libre y expedito cumplimiento de las funciones otorgadas, y una operativa, que permite hacer cumplir las decisiones adoptadas. Su contrapartida son los mecanismos de control y la responsabilidad de los fiscales. La autonomía, en la especie, está referida a los poderes del Estado. Este concepto fue una de las claves del consenso alcanzado en el estudio del proyecto, porque es consubstancial a las funciones investigadoras que se otorgan a la nueva entidad. Por esta razón, y porque no cumple un cometido jurisdiccional, el Ministerio Público queda excluido del control de la Corte Suprema.





			Si la autonomía hace referencia a la libertad de acción respecto del entorno social y político en que se inserta el organismo, la independencia mira hacia dentro del mismo, a la libertad de los fiscales, a fin de que no se transformen en meros subordinados de quienes detentan cargos superiores.





			Por último, durante la discusión algunos parlamentarios hicieron notar que, a su juicio, la intervención de la Corte Suprema, tanto en la provisión de los cargos de fiscales como en la remoción de los mismos, amaga en alguna medida la autonomía del Ministerio Público respecto del Poder Judicial.





			El concepto de jerarquía supone asimilar al Ministerio Público a la estructura corriente de las entidades que conforman el Estado chileno. Alude al hecho de que el Fiscal Nacional podrá dar instrucciones generales, fijar prioridades e indicar en forma genérica modos de actuar, para el ejercicio de las funciones y para la operación del organismo, y que los fiscales regionales, por su parte, podrán dar lineamientos para impulsar las investigaciones y para el ejercicio de la acción penal pública, con la finalidad de que estas funciones se cumplan efectiva y eficazmente en sus respectivas áreas geográficas. Lo anterior no excluye, por cierto, las funciones administrativas propias de cualquier organización.





			Otro aspecto vinculado con el anterior, y que queda comprendido en el concepto de jerarquización del organismo, es el de la independencia de los fiscales. Ella alude a la estructura interna y a la cuota de atribuciones con que contará cada nivel funcionario, según lo determine la ley orgánica constitucional respectiva.





			Los fiscales adjuntos gozarán de una independencia relativa, con miras a obtener una mayor eficiencia y un control adecuado de su desempeño, en el sentido de que ellos determinarán la dirección y la estrategia de las investigaciones y el contenido de las acusaciones a su cargo. Sin embargo, ello no obsta a que dependan del respectivo fiscal regional, lo que se justifica como un modo de racionalizar el uso de los recursos y de conducir casos de especial notoriedad, o que requieran la dedicación de más de un fiscal, en razón de la complejidad de los mismos o de las calidades de las personas involucradas.





			La estructura de la entidad y la independencia de sus miembros se apartan del modelo adoptado para el Poder Judicial, en el cual cada juez ejerce en plenitud la función jurisdiccional del Estado, sin otro límite que el de su competencia legal, y gozan de inamovilidad mientras tengan buen comportamiento y no cumplan 75 años de edad. Extrapolar este paradigma al Ministerio Público dejaría al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales sin otras funciones que las administrativas.





 			Estos tópicos serán regulados en la ley orgánica constitucional del organismo.





			Del mismo modo, se suprimió la mención al patrimonio propio, porque este atributo pertenece a las personas jurídicas de derecho público que cuentan con un capital, como el Banco Central, o con ingresos propios, como los Gobiernos Regionales y las Municipalidades. El Ministerio Público no tiene personalidad jurídica diferente de la del Fisco y será la ley anual de presupuestos la que determine el tipo y volumen de los recursos que le asignará, en una partida específica, para el cumplimiento de sus funciones. Además, el organismo quedará afecto al control que en estos aspectos ejerce la Contraloría General de la República. Finalmente, no pareció prudente a la Comisión entregar a este organismo una característica que no se ha dado a otros órganos constitucionales, como el Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Contraloría General de la República.





FUNCIONES Y ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO 





			La función primordial que el artículo 80 bis, contenido en el número 8 del artículo único del Mensaje, encomienda al nuevo organismo es la persecución penal pública en la forma prevista por la ley y, a tal efecto, le atribuye la investigación de los delitos y la formulación y sustentación de la acusación penal ante los tribunales. El Ministerio Público queda facultado por este mismo precepto para practicar o hacer practicar actos de instrucción, para lo cual puede impartir órdenes directas a la fuerza pública, la cual debe cumplirlas sin más trámite y sin poder calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad.





			En cuanto a las funciones y atribuciones, la indicación asigna al Ministerio Público las de ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley, para lo cual le corresponderá, en forma exclusiva, investigar los hechos que configuren un delito, los que determinen una participación punible en él y los que acrediten la inocencia del imputado; adoptar medidas para amparar y proteger a las víctimas y a los testigos; impartir órdenes directas durante la investigación a la policía, la que deberá cumplirlas de inmediato y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad; empero, si dichas órdenes pudieren perturbar  o vulnerar derechos del imputado o de terceros garantizados por la Constitución, requerirán orden judicial previa. El ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público no priva al ofendido de su derecho a querellarse.





			Puntualiza el texto alternativo que las funciones del Ministerio Público en lo que respecta a delitos previstos en el Código de Justicia Militar y que sean de competencia de tribunales militares, serán ejercidas en conformidad a las disposiciones del mencionado Código.





 			Añade, por último, la indicación que el Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica de la institución, y que todas las autoridades establecidas en la Constitución y en las leyes deberán proporcionarle los antecedentes e informes que se les requieran, sin excepción de ninguna especie, con lo que se desea indicar que la obligatoriedad de la norma alcanza incluso a los poderes del Estado y a las autoridades de todo orden.





			El reemplazo de la frase "tendrá a su cargo la persecución penal pública"  por "ejercerá la acción penal pública", obedece a que la Comisión consideró que esta última resulta más apropiada a la naturaleza no jurisdiccional de las funciones del Ministerio Público. En efecto, la persecución de los delitos es el ejercicio de la facultad punitiva del Estado, que actualmente corresponde en exclusividad a los tribunales del crimen, en tanto que el ejercicio de la acción, que supone acusar y probar la acusación, incumbe a quien ocurre ante un órgano jurisdiccional demandando que sea satisfecha su pretensión de proteger un bien jurídico vulnerado.





			Otra diferencia importante radica en que el Mensaje reservaba el monopolio exclusivo de la acción penal pública al Ministerio Público. La indicación, como se dijo,  deja abierta también la posibilidad de accionar al ofendido, en conformidad a la ley. Es claro que el fiscal y la víctima pueden discrepar en cuanto al carácter de la participación del inculpado y a la calificación jurídica de los hechos, así como en el ejercicio mismo de la acción penal. En tal sentido, si quien ha sufrido las consecuencias del delito, o sus representantes, no se conforman con la decisión del Ministerio Público, podrán accionar por su cuenta, en la forma que señale la ley procesal penal. 





 			La consagración constitucional de este derecho del ofendido es una concreción, en este plano, de las garantías fundamentales de orden procesal que asegura el número 3º del artículo 19 de la Carta Fundamental.





			La función de investigar los delitos es privativa del Ministerio Público, que la ejerce impartiendo órdenes directas a la policía, lo que es otro corolario de su autonomía. Se reemplazó la expresión "investigar" por "dirigir la investigación", porque quien ejecuta materialmente esas acciones es la policía. Enseguida, se sustituyó la referencia a Carabineros e Investigaciones por la denominación genérica de Fuerzas de Orden y Seguridad que hace el artículo 90 de la Constitución. Se mencionó también que la enmienda constitucional en estudio verá aminorado su impacto si simultáneamente con su puesta en vigencia no se moderniza a la policía.





 			En todo caso, se mantuvo la disposición vigente, que prohibe a la policía calificar el fundamento, la oportunidad, justicia y legalidad de las órdenes recibidas, debiendo cumplirlas de inmediato y sin más trámite. Con todo, se incorporó una frase nueva, que permite a la policía requerir la exhibición de la autorización judicial previa, cuando se trate de órdenes que afecten el ejercicio de garantías constitucionales del imputado o de terceros.





			A este respecto, la Comisión modificó la redacción del texto propuesto, porque el vocablo "vulnerar" tiene una connotación que alude a un actuar ilegítimo. Optó por referirse a actos que priven del ejercicio de una garantía constitucional, o que restrinjan o perturben dicho ejercicio, para que el texto sea armónico con lo preceptuado por el número 26 del artículo 19 de la Constitución Política de la República,  cuyo entendimiento el Tribunal Constitucional ha confirmado al fallar sobre el artículo 12 de la ley Nº 18.415, orgánica constitucional de los Estados de Excepción.





 			En otro orden de cosas, la indicación señala las finalidades de la investigación, como un modo de acotar el alcance de la función: establecer la existencia del delito, la participación del delincuente, o su inocencia. Al respecto se mencionó en la Comisión que este asunto es más propio del Código de Procedimiento Penal que de la Ley Fundamental. 





			Se dejó constancia de que las atribuciones que la Constitución y la ley orgánica constitucional entreguen al Ministerio Público en razón de su función investigadora no importan de ninguna manera alterar el principio universalmente aceptado de presunción de la inocencia: no es el investigado quien debe acreditar que no le cabe responsabilidad penal, sino el fiscal quien debe probar lo contrario, si es el caso.





 			Se agrega también una función nueva, como es la de brindar protección a las víctimas y testigos, que hoy en día no está radicada determinadamente en ninguna autoridad y que requiere, por lo general, la adopción de medidas urgentes o inmediatas para ser eficaz.





			Por otra parte, la indicación puntualiza, como se ha venido diciendo a lo largo de este informe, que al Ministerio Público no le corresponde en caso alguno ejercer funciones jurisdiccionales.





			El inciso de la indicación que obligaba a toda autoridad, sin distinguir cuál sea su función,  a entregar al Ministerio Público los antecedentes e informes que les fueren requeridos, fue rechazado porque pareció a la Comisión que es propio de la ley orgánica y no de la Carta Fundamental. Hubo acuerdo en que esta es una importante atribución en orden a hacer eficaz la función de investigar delitos y en que la ley no deberá excluir a ningún organismo, autoridad o funcionario de la obligación de suministrar la información que el Ministerio Público le solicite, aunque sea reservada o secreta; en todos estos casos será la misma ley la que regulará la forma de poner los datos a disposición de la entidad requirente, tal como hace, por ejemplo, la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional �.





			El último tema concerniente a las normas en comento es el inciso que la indicación incorpora al artículo 80 A, que dispone que las funciones del Ministerio Público respecto de delitos contemplados en el Código de Justicia Militar y de los cuales deben conocer los tribunales militares, serán ejercidas conforme al mencionado Código.





			Valga recordar, primeramente, que el artículo 25 del Código de Justicia Militar consagra a los fiscales militares como tribunales de primera instancia en lo penal. Enseguida, el párrafo 7 del Título II del Libro Primero del mismo Código establece el ministerio público militar. El artículo 70-B lo pone a cargo del Fiscal General Militar y le asigna la función de defender el interés social, con especial énfasis en el de las instituciones de la Defensa Nacional, ante los tribunales militares de tiempo de paz y en asuntos de competencia de éstos.





			Los HH. Senadores señores Hamilton y Sule juzgaron inconveniente mencionar a la justicia militar en el nivel normativo constitucional, porque se consagra una excepción en su favor que no tienen otros tribunales especiales y porque la enmienda que se introduce en el artículo 73 de la Carta Fundamental es bastante para dejar a salvo no sólo las atribuciones de los jueces de practicar o hacer practicar actos de instrucción en materias ajenas a la competencia del Ministerio Público, sino también para excepcionar a la justicia militar, que es lo que persigue el inciso en comentario.





			El propósito de la indicación es no innovar respecto de la justicia militar ni del Código del ramo y, así como el Ministerio Público recibe consagración constitucional,  se quiere consignar la excepción con el mismo rango normativo.





ESTRUCTURA DEL MINISTERIO PUBLICO. NOMBRAMIENTO, REQUISITOS, RESPONSABILIDAD Y REMOCION DE LOS FISCALES





 			El número 9 del artículo único del Mensaje agrega un artículo 80 bis A, por el que se instaura un Consejo Superior del Ministerio Público, órgano colegiado encargado de la dirección superior de la entidad, cuyos miembros son elegidos por el Presidente de la República, por el Senado, por la Cámara de Diputados y por la Corte Suprema, respectivamente. El número 10 del mismo artículo consulta un artículo 80 bis B, que dispone que el Consejo designará al Fiscal Nacional, autoridad esta última que queda encargada de conducir la gestión del Ministerio Público. La organización y atribuciones de los fiscales regionales y demás órganos de la institución serán determinados por la ley orgánica constitucional respectiva, atendiendo a los principios de descentralización y regionalización. 





			Se eliminó la referencia que el Mensaje hacía a los principios de descentralización y regionalización, porque ellos son adecuados para los entes cuyas funciones discurren en el orden de la gestión administrativa y política del Estado, en tanto que el Ministerio Público es uno de los dos brazos de la administración de justicia: el que dirige la investigación extrajudicial de los delitos y sostiene ante los órganos jurisdiccionales el interés social, y para ello lo que requiere es autonomía externa e independencia interna, en los términos cuyos lineamientos gruesos han quedado descritos más arriba.





			Dispone el artículo 80 bis A del Mensaje que dos miembros del Consejo Superior del Ministerio Público serán elegidos por el Senado, y dos por la Cámara de Diputados, en ambos casos en una sola votación y resultando electos quienes obtengan las dos primeras mayorías; dos serán designados por el Presidente de la República, y tres elegidos por la Corte Suprema, en una sola votación y resultando nominados quienes obtengan las tres primeras mayorías.





			Otra cuestión de importancia gravitante que resolvió vuestra Comisión fue sustituir la autoridad máxima colegiada que se colocaba a la cabeza del Ministerio Público, por otra unipersonal.





			Los partidarios de la existencia de un Consejo Superior del Ministerio Público señalaron que el órgano colegiado acentúa la autonomía del organismo; fortalece el control sobre los fiscales regionales, lo cual redundaría en una atenuación del riesgo de que éstos generen conflictos políticos en su accionar, o intenten labrarse una carrera como parlamentarios, alcaldes o concejales, y ofrece mayores garantías de independencia, equilibrio e imparcialidad. Explicaron que la fórmula propuesta sigue el esquema del Consejo de Defensa del Estado, que detenta en la actualidad algunas funciones que pasarán al Ministerio Público. 





			En particular, el H. Senador señor Hamilton dejó constancia de su opción preferente por el establecimiento del Consejo Superior, y de que concurría a consentir en la institución del Fiscal Nacional solamente para hacer posible la aprobación de la reforma constitucional objeto del presente informe.





			Explicó que cree que colocar  a la cabeza del organismo una autoridad unipersonal presenta al menos dos grandes inconvenientes. El primero es que el Fiscal Nacional estará dotado de un cúmulo de facultades que le darán mucho poder y que es la tendencia natural en tales casos la de propender a incrementar la esfera de sus atribuciones. Al respecto, recordó el caso de Edgard Hoover, quien se desempeñó durante varias décadas como Director de la Oficina Federal de Investigaciones de los Estados Unidos de América (FBI), a pesar de los frecuentes y fuertes cuestionamientos sobre la legalidad de sus actuaciones de que fue objeto durante todo ese lapso. El segundo es que si hay un Fiscal Nacional las crisis provocadas por su actuar erróneo o por una desviación de funciones, tiene como única salida la ruptura: no queda más camino que removerlo. En cambio, si la entidad fuere dirigida por un cuerpo colegiado, como es el Consejo Superior, las situaciones irregulares, cualquiera sea su gravedad, pueden encontrar cauces menos conflictivos para su corrección. 





			A su vez, quienes propugnaron radicar la dirección superior del Ministerio Público en el Fiscal Nacional manifestaron que el carácter colectivo del Consejo y la forma de generarlo dejan un amplio margen a la intervención política y a la formación en su seno de mayorías y minorías de distinto signo, lo que es inconveniente en el caso de una institución que ejercerá funciones tan delicadas y gozará de poderes tan amplios. Por lo demás, dijeron, la solución apunta en una dirección congruente con la tendencia histórica chilena, en el sentido de concentrar facultades en autoridades unipersonales, responsables y sujetas a los controles necesarios.





			Agregaron que la forma de designar y remover al Fiscal Nacional, que se verán más adelante,  dan amplias garantías para el desempeño eficiente y neutral de este alto funcionario, que deberá asumir la dirección de un organismo nuevo, respecto del cual no existe experiencia previa en el país.





			La indicación alternativa ya mencionada, desarrolla en latitud los requisitos exigidos para ser designado en los cargos de fiscal; la forma de hacer sus nombramientos; las inhabilidades e incompatibilidades que les afectan, y su inamovilidad y el modo de proceder a removerlos. Además, contiene una norma que alude explícitamente a la responsabilidad civil, penal y administrativa de los fiscales.





			El proyecto que os proponemos la sigue de cerca, si bien con modificaciones de redacción y contenido.





			En cuanto a los requisitos, para ser designado fiscal se requiere tener título de abogado y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; se exige al Fiscal Nacional haber cumplido 40 años de edad y a los regionales 30. 





			Se eliminó la exigencia expresa de ser chileno, contenida en la indicación, porque esa condición es requisito para ser ciudadano, y en lo demás se siguió la redacción de los artículos 252, 253 y 254 del Código Orgánico de Tribunales, que señalan los requisitos para ser juez de letras, miembro de Corte de Apelaciones y de la Corte Suprema, respectivamente. Además se precisó que serán aplicables a los fiscales los mismos impedimentos que la ley establece para ser juez, los que están consignados en los artículos 256 a 261 del citado Código. 





			La Comisión acordó fijar a los fiscales regionales y a los adjuntos el mismo límite de edad, 75 años, estipulado para el cese de funciones de los jueces y del Contralor General de la República (artículos 77 y 87 de la Constitución Política de la República).





			El Fiscal Nacional es nombrado por el Presidente de la República, de una quina formada por la Corte Suprema, y con acuerdo de los dos tercios de los Senadores en ejercicio, que debe adoptarse en sesión especial. Si la Cámara Alta no aprueba la proposición del Jefe del Estado, la Corte Suprema debe completar la quina sustituyendo a la persona rechazada por otra de las seleccionadas mediante concurso, tantas veces cuantas sean necesarias, hasta que se apruebe un  nombramiento. 





			El quórum de dos tercios de los Senadores en ejercicio fue condición necesaria para aprobar el precepto, pues se quiso que la persona propuesta concitara la voluntad de virtualmente todas las corrientes de opinión presentes en el Senado. Agregaron los autores de la indicación que hay ejemplos recientes que muestran cómo un quórum poco exigente puede dar margen a graves dificultades en los nombramientos que debe hacer la Corporación. 





			Quienes se inclinaban por un número inferior de votos argumentaron que requerir una votación tan alta otorga un virtual poder de veto a las minorías, lo cual se traduce en una sobrevaloración de su significación auténtica y puede dar lugar a dilaciones inconvenientes en los nombramientos. Además, indicaron, el acuerdo de los dos tercios de los Senadores en ejercicio sólo se exige para reformar los capítulos más rígidos de la Constitución Política de la República y, en todo caso, todos los demás nombramientos en que por disposición constitucional o legal le cabe intervenir al Senado requieren quórums inferiores.





			En definitiva, la solución que os proponemos exige la intervención de los tres poderes del Estado en la designación del Fiscal Nacional, lo que asegura que se elija a una persona idónea en los planos personal y profesional y que dará garantías de ecuanimidad a todos los sectores.





 			Conforme a la indicación alternativa, los fiscales regionales son nombrados también por el Presidente de la República, de una terna propuesta por la Corte de Apelaciones más antigua de la región, tribunal que para estos efectos se integra además con el Fiscal Nacional; se requiere el acuerdo de los tres quintos de los Senadores en ejercicio, adoptado igualmente en sesión especial. 





			La Comisión, en cambio, fue partidaria, y así lo aprobó, de que estos nombramientos fueran hechos por el Fiscal Nacional, como un modo de acentuar su condición de jefe superior del organismo. En congruencia con ello, dicho Fiscal no integrará el pleno que forme la terna. Se suprimió la participación del Senado y se añadió una norma para aquellas regiones en que exista más de una Corte de Apelaciones, caso en el cual el pleno se constituirá con los integrantes de todas ellas, a convocatoria del Presidente de la más antigua.





			Por regla general, habrá un fiscal regional en cada región administrativa del país. Pero se permitirá que la ley orgánica constitucional establezca la existencia de más de uno, si el número de habitantes o la extensión geográfica de una región lo hacen necesario para el más expedito cumplimiento de las funciones del Ministerio Público. La dispersión territorial de los fiscales de este nivel permitirá que la entidad tenga respuestas flexibles, que se adapten al dinamismo y variedad de la delincuencia, que constantemente presenta nuevos desafíos que urgen respuestas apropiadas de la sociedad.





			Las ternas y quinas se formarán mediante concurso público de antecedentes y no podrán figurar en ellas miembros activos del Poder Judicial, ni quienes hayan dejado la carrera por haber jubilado o haberse acogido a pensión. Los integrantes de aquéllas serán elegidos por el pleno de las Cortes mediante voto acumulativo, en una sola votación, resultando seleccionados quienes obtengan las tres o cinco primeras mayorías, según el caso. 





 			Acerca de la inhabilidad especial que afecta a los integrantes del Poder Judicial, ella apunta a consolidar la autonomía del Ministerio Público frente a dicho poder del Estado, justamente porque ambas instituciones deberán actuar en forma coordinada en los  procesos penales. 





			Con todo, como un paliativo se resolvió agregar al proyecto una disposición transitoria nueva, que permitirá que un miembro del Poder Judicial integre la primera quina, y las primeras ternas, que se formarán para designar al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales cuando se instaure el nuevo organismo en plenitud. Naturalmente que si resultaren designados deberán renunciar al cargo de juez o de ministro, por aplicación de los preceptos sobre inhabilidades e incompatibilidades que se hacen extensivos a los miembros del Ministerio Público.





 			Los fiscales adjuntos, al tenor de la propuesta de la indicación tantas veces aludida, son seleccionados mediante concurso público de antecedentes y nombrados por el Fiscal Nacional, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva. 





 			En nuestra proposición, en cambio, el concurso es organizado por el fiscal regional respectivo, quien eleva la terna al Nacional para el nombramiento. Este mecanismo de provisión de los cargos asegura la vinculación jerárquica de los fiscales adjuntos al regional.





 			La indicación fija al Fiscal Nacional una duración en el cargo de 10 años y prohibe volver a nombrarlo para un período consecutivo. En el caso de los regionales, la vigencia del mandato es de 5 años, sin que puedan volver a ser nombrados en otro cargo de la misma categoría; empero, pueden optar al cargo de Fiscal Nacional o bien concursar para ser nombrados fiscales adjuntos. Son inamovibles.





			En nuestro proyecto, tanto el Fiscal Nacional como los fiscales regionales duran 10 años en sus cargos. Se mantiene la disposición según la cual el primero no puede ser designado para el período siguiente y los segundos no pueden ser fiscales regionales por un nuevo período, sin perjuicio de que pueden ser  nombrados para otro cargo en la institución.





			Se suprime la referencia a la inamovilidad, dado que más adelante se consagra una fórmula para removerlos del cargo,  y porque en virtud de las reglas generales, si delinquieren, una sentencia podría inhabilitarlos para ejercer cargos u oficios públicos. 





 			Al uniformar el plazo de duración en los cargos, y extenderlo en el caso de los fiscales regionales, se tuvo en vista que con ello se sustrae a los fiscales de eventuales presiones políticas: como el plazo de su duración excede los de permanencia en el cargo del Presidente de la República y de los parlamentarios, y dado que es posible la alternancia en el poder, los fiscales permanecerán en funciones más tiempo que quienes hayan intervenido en su nombramiento. 





 			Sus designaciones no serán renovables, porque se estimó que la naturaleza de las funciones recomienda el reemplazo regular de las personas que las cumplen. Se tomó en consideración, además, la conveniencia de poner un obstáculo, a fin de impedir la eventual desnaturalización de sus facultades con miras a iniciar una carrera política, finalidad que también persigue la inhabilidad especial para ser candidato a parlamentario que se impone a todos los fiscales.





			Como ya se dijo, la indicación señala que todos los fiscales son responsables civil y penalmente de los delitos que cometan estando en ejercicio de sus cargos y de toda falta de probidad en que incurran en el desempeño de sus funciones. El artículo respectivo fue rechazado por la Comisión, que consideró impropio de una norma de rango constitucional entrar en ese terreno, y además porque mediante la aplicación de las reglas generales sobre responsabilidad se obtienen los mismos efectos buscados por el artículo en comento.





			Finalmente, conforme a la indicación, el Fiscal Nacional y los fiscales regionales pueden ser removidos de sus cargos por acuerdo en pleno de los dos tercios de los miembros en ejercicio de la Corte Suprema, adoptado en sesión especial. El Mensaje no contiene disposiciones sobre este particular.





 			La solicitud sólo puede ser planteada por el Presidente de la República, o por acuerdo de la Cámara de Diputados adoptado por la cuarta parte de sus miembros en ejercicio. Las causales de remoción son mal comportamiento, incompetencia y negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. 





 			El inculpado debe ser oído. La remoción produce efectos de inmediato, por el solo ministerio de la ley.





			La Comisión aprobó sobre esta materia un precepto basado en la indicación, que consigna sus disposiciones de modo más ordenado y preciso. 





			En cuanto a los sujetos activos del proceso de remoción, se adopta el modelo de los requerimientos que se plantean ante el Tribunal Constitucional: pueden solicitarla el Presidente de la República, la Cámara de Diputados, o diez de los miembros de ésta; además de los anteriores, se da esta facultad al Fiscal Nacional quien, como cabeza del organismo, debe contar con ella, sin tener que recurrir al concurso de otra autoridad para recabar la separación de un fiscal. Se eliminó la exigencia de que la petición deba ser fundada porque, de no serlo, simplemente ella no podrá prosperar. Por lo que respecta a las causales, se añadió la de caer el inculpado en incapacidad para ejercer el cargo y se eliminó la de incompetencia, por estimársela ambigua, desde que puede entenderse referida a la falta de idoneidad funcionaria del fiscal o a la falta de competencia legal para intervenir en un asunto. Por último, el quórum para remover a los fiscales se fijó en los cuatro séptimos de los integrantes en ejercicio de la Corte Suprema.





			Fue igualmente materia de lata discusión si la remoción debía provocarse a través del procedimiento especial ante la Corte Suprema someramente descrito, o por la vía del juicio político establecido en los artículos 48 y 49 de la Constitución Política de la República.





			Por una parte, se sostuvo que si la petición de remover a un fiscal estuviere planteada en un contexto político, existe el riesgo cierto de politizar el debate y la decisión del máximo tribunal, y se dijo también que este procedimiento debilitaría la autonomía del Ministerio Público frente el Poder Judicial.





			Por la otra parte, se adujo que la posibilidad de que los fiscales puedan ser acusados por la Cámara de Diputados y juzgados por el Senado, podría inhibirlos o limitarlos a la hora de investigar hechos que involucren a autoridades de los poderes Ejecutivo o Legislativo.





			Por último, en otro orden de cosas, se tuvo presente que la remoción en la forma en que quedó acordada será eficaz solamente en casos en que las infracciones constitutivas de las causales sean gravísimas. Si se tratare de faltas menos graves, o leves, o de errores, la reparación deberá buscarse por la vía administrativa o del derecho común, haciendo efectivas las responsabilidades civiles y penales nacidas de actos u omisiones atribuibles a dolo o negligencia.





			El artículo que os proponemos es fruto del consenso alcanzado luego de sopesar los argumentos a favor y en contra de cada una de las soluciones posibles.





ADECUACION DE OTROS PRECEPTOS CONSTITUCIONALES





			El número 1 del artículo único del Mensaje adiciona un nuevo número 9) al artículo 54, que enuncia inhabilidades para ser candidato a parlamentario,  mediante el cual se suma la inhabilidad de quienes integren el Consejo Superior del Ministerio Público, del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales. El plazo se extiende a los 4 años anteriores a la elección.





			La indicación elimina la alusión a los miembros del Consejo, en concordancia con lo propuesto respecto de la dirección superior del organismo, y agrega a los fiscales adjuntos entre quienes son inhábiles para ser candidatos a Senador o Diputado. El plazo de esta inhabilidad se extiende a los dos años anteriores a la elección, término que en los restantes casos del artículo 54 alcanza solamente a un año.





			El fundamento de esta disposición, al igual que el de la que impide designar a los fiscales para períodos consecutivos en el mismo cargo, es evitar que el ejercicio de las funciones del Ministerio Público sea desvirtuado para labrarse una posición electoral.





			La Comisión la aprobó.





			El número 4 del artículo único del Mensaje elimina del artículo 73 de la Carta Fundamental la Frase "y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten".





			Ese precepto abre el Capítulo VI, del Poder Judicial. La sentencia que se suprime de él es la que otorga a los tribunales de justicia la atribución de investigar los delitos.





			La indicación alternativa, por su parte, en lugar de quitar la frase en cuestión, sustituye las palabras "que decreten" por la expresión "que determine la ley". La sustitución está en armonía con el propósito de traspasar al Ministerio Público únicamente las atribuciones de impartir órdenes a las Fuerzas de Orden y Seguridad, a fin de investigar hechos que revistan caracteres de delito, que determinen la participación punible o que establezcan la inocencia del imputado. En todos los ámbitos que no sean el del proceso penal, los jueces conservan las atribuciones que las leyes les otorgan para practicar o hacer practicar actos de instrucción.





			La Comisión la aprobó.





			El número 5 del artículo único del Mensaje reemplaza la mención que los artículos 75 y 78 de la Constitución hacen de los actuales fiscales de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, por la denominación "fiscales judiciales". Con ello se deja en claro que esos fiscales, que no formarán parte del Ministerio Público,  conservan sus cargos y atribuciones, excluidas las que la reforma constitucional asigna al nuevo organismo que se crea.





			La Comisión la aprobó.





			El número 6 del artículo único del Mensaje agrega al Ministerio Público entre las instituciones a las que no se extiende la superintendencia directiva, correccional y económica que la Corte Suprema tiene sobre todos los tribunales de la República.





			La Comisión resolvió rechazar este número porque el Ministerio Público, que no es un tribunal ni cumplirá funciones jurisdiccionales, no puede entenderse sometido a la referida superintendencia.





			Hay otros dos puntos que abarca la indicación, que no son aludidos en el Mensaje:





 			- En el número 14º del artículo 32 de la Constitución, se agrega a la atribución exclusiva del Presidente de la República para nombrar a determinados altos funcionarios judiciales, la de designar al Fiscal Nacional y a los fiscales regionales del Ministerio Público.





			En concordancia con los acuerdos adoptados sobre la forma de hacer los nombramientos de los fiscales regionales, la Comisión la aprobó únicamente en lo que dice relación con la designación del Fiscal Nacional.





			- En el artículo 49, sobre atribuciones exclusivas del Senado, se añade un número 9), nuevo, que se refiere a la facultad de dicha Corporación de prestar o negar su aprobación al nombramiento del Fiscal Nacional y de los fiscales regionales.





			La Comisión la aprobó, también circunscrita solamente al Fiscal Nacional, de acuerdo a las resoluciones adoptadas anteriormente, por tratarse de un ajuste que es consecuencia de la nueva atribución exclusiva que se otorga al Senado.





DISPOSICIONES TRANSITORIAS





			El Mensaje agrega a la Constitución dos disposiciones transitorias, Trigesimasexta y Trigesimaséptima, que indican al legislador la forma en que deberá regular los efectos en el espacio y en el tiempo de las leyes sobre el nuevo proceso penal, porque el Ejecutivo ha resuelto que su introducción sea paulatina, a medida que los recursos y los cambios culturales involucrados lo permitan.





			La disposición Trigesimasexta transitoria permite al legislador poner paulatinamente en efectividad, en las diversas regiones del país, las leyes que darán vida al nuevo sistema procesal penal; le ordenan apartarse de las reglas de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes,  de 7 de octubre de 1861, en cuanto a que las leyes procesales entran en vigor de inmediato, desde su publicación, de modo tal que las normas actualmente vigentes sobre instrucción y juzgamiento penal seguirán vigentes y serán aplicables a las causas iniciadas y a los hechos ocurridos bajo su imperio, hasta la conclusión definitiva de los respectivos procesos; en tanto que las nuevas reglas serán aplicadas exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigor del nuevo régimen, sin perjuicio de aplicar de inmediato, en todo tipo de procesos penales, las disposiciones que establezcan derechos y garantías en materia de medidas cautelares personales. 





 			Como corolario de estas disposiciones, la norma Trigesimaséptima  transitoria estipula que los preceptos constitucionales actuales conservarán su vigencia, para evitar que las leyes del sistema procesal penal antiguo que continuarán aplicándose sean impugnadas de inconstitucionalidad.





			La Comisión refundió ambas disposiciones transitorias en una sola, redactada en términos más sencillos, que facilitarán su comprensión y aplicación. En ella se preceptúa que la entrada en vigencia de la reforma constitucional queda supeditada a la de la ley orgánica constitucional del Ministerio Público; que esta última puede fijar diferentes fechas para su puesta en práctica y puede determinar su aplicación gradual en las diversas regiones del país, y que las normas de la reforma constitucional, de la referida ley orgánica constitucional y de las enmiendas que para complementar a las anteriores deban practicarse en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Penal, sólo serán aplicables a hechos que hayan acaecido después que ellas hayan entrado en vigor, esto es, no tendrán efecto retroactivo.





 			Durante un período continuarán aplicándose ambos sistemas procesales: el antiguo y el nuevo, aunque a distintos hechos y causas. De otro punto de vista, no será posible reemplazar un procedimiento ya iniciado por otro, ni se está consagrando un derecho de los inculpados y los procesados a escoger el sistema de su preferencia.





			Por lo que dice relación con la disposición Trigesimasexta transitoria aprobada, la Comisión acordó dejar las siguientes constancias:





a) que las leyes  que regulan los procedimientos ante los tribunales necesarios para la administración de justicia rigen desde su publicación y pueden ser aplicables a hechos ocurridos con anterioridad a tal publicación, a menos que ellas mismas fijen otro efecto en el tiempo, lo cual no vulnera la garantía de igualdad ante la ley; 





b) que no es la voluntad del constituyente alterar en la presente reforma constitucional el principio general que queda enunciado en la letra a) precedente;





c) que la mención que se hace en esta disposición Trigesimasexta transitoria, del Código Orgánico de Tribunales y del Código de Procedimiento Penal, no significa que se estime necesario dar rango constitucional a la regulación de los efectos de las leyes procesales en el tiempo, sino que tiene como único y exclusivo propósito despejar dudas acerca del sentido y alcance que se desea dar a los rasgos de simultaneidad y gradualidad de la instauración del nuevo sistema de proceso penal;





d) que las enmiendas que, como consecuencia de esta reforma constitucional, deban introducirse en el Código Orgánico de Tribunales y en el Código de Procedimiento Penal, también podrán aplicarse gradualmente en las diversas regiones del país;





e) que la aplicación de leyes diversas a conflictos similares, hecha por un mismo tribunal, sí atentaría contra la garantía constitucional de igualdad ante la ley.





			Además, la Comisión agregó una nueva disposición transitoria, la Trigesimoséptima, que permite a la Corte Suprema y a las Cortes de Apelaciones integrar las primeras quinas y ternas que formen para proveer los cargos de Fiscal Nacional y de fiscales regionales, respectivamente, con un miembro del Poder Judicial. Si bien es cierto que la norma puede dificultar que profesionales eficientes y motivados que hoy forman parte del Poder Judicial pasen a engrosar las filas de los fiscales, no lo es menos que, si su vocación es auténtica y profunda, ellos podrán optar por renunciar a una carrera estable, en la que gozan de inamovilidad,  y optar entre ambas en caso que sean designados fiscales. La disposición transitoria no da margen para que los jubilados y los pensionados del Poder Judicial puedan integrar estas primeras quinas.


- - - - -


			Como consecuencia de las consideraciones y acuerdos de que da cuenta el presente informe, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros por unanimidad de todos sus integrantes, que aprobéis el siguiente 





PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL








 	"Artículo único.- Introdúcense en la Constitución Política de la República, las siguientes modificaciones:








1.- Sustitúyese el número 14º del artículo 32 por el siguiente:








“14º Nombrar a los magistrados de los tribunales superiores de justicia y a los jueces letrados, a proposición de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, respectivamente, al miembro del Tribunal Constitucional que le corresponde designar, y al Fiscal Nacional, a proposición de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado, todo ello conforme a lo prescrito en esta Constitución;”.








2.- Introdúcense al artículo 49 las siguientes modificaciones:





a) En el número 8), suprímese la conjunción "y" que figura al final, y reemplázase la coma (,) que la precede por un punto y coma (;).





b) Agrégase el siguiente número 9):





“9) Aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación del Fiscal Nacional, y”.








3.- Introdúcense al artículo 54 las siguientes enmiendas:








a) en el número 4), suprímese la frase: “y los funcionarios que ejerzan el ministerio público” y sustitúyese la coma (,) que antecede a las palabras "los jueces de letras" por la conjunción “y”;








b) en el número 7), reemplázase la conjunción “y”, así como la coma (,) que la precede,  por un punto y coma (;);








c) en el número 8), sustitúyese el punto final (.) por una coma (,) y agrégase a continuación la conjunción “y”;








d) Agrégase el siguiente número 9):





“9) El Fiscal Nacional, los fiscales regionales y los fiscales adjuntos del Ministerio Público.”.








e) Incorpórase en el inciso final, luego de la expresión "al momento de inscribir su candidatura", la siguiente frase: "y de las indicadas en el número 9), respecto de las cuales el plazo de la inhabilidad será de los dos años inmediatamente anteriores a la elección".





4.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 73, las palabras “que decreten”, por la expresión “que determine la ley”.








5.- Reemplázase, en los incisos segundo y tercero del artículo 75 y en el artículo 78, la palabra "fiscales" por la expresión "fiscales judiciales".








6.- Agrégase, a continuación del Capítulo VI, el siguiente Capítulo VI-A:








“Capítulo VI-A








MINISTERIO PUBLICO








 	Artículo 80 A.- Un organismo autónomo, jerarquizado, con el nombre de Ministerio Público, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley, para lo cual le corresponderá dirigir, en forma exclusiva, la investigación de los hechos que configuren el delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado. De igual manera, le corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos. En caso alguno podrá ejercer funciones jurisdiccionales.








	La función del Ministerio Público en los delitos contemplados en el Código de Justicia Militar y que sean de conocimiento de los Tribunales Militares, será ejercida en conformidad a las normas de dicho Código.








	El ofendido por el delito podrá ejercer igualmente la acción penal, en conformidad a la ley.








	El Ministerio Público podrá impartir órdenes directas a las Fuerzas de Orden y Seguridad durante la investigación. Sin embargo, las actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que esta Constitución asegura,  o lo restrinjan o perturben, requerirán de aprobación judicial previa. La autoridad policial deberá cumplir de inmediato y sin más trámite dichas órdenes y no podrá calificar su fundamento, oportunidad, justicia o legalidad, salvo requerir la exhibición de la autorización judicial previa, en su caso.








 	Artículo 80 B.- Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones del Ministerio Público, señalará las calidades y requisitos que deberán tener y cumplir los fiscales para su nombramiento y las causales de remoción de los fiscales adjuntos, en lo no contemplado en la Constitución. Las personas que sean designadas fiscales no podrán tener impedimento alguno que las inhabilite para desempeñar el cargo de juez. Los fiscales regionales y adjuntos cesarán en su cargo al cumplir 75 años de edad.








	La ley orgánica constitucional establecerá el grado de independencia y autonomía y la responsabilidad que tendrán los fiscales en la dirección de la investigación y en el ejercicio de la acción penal pública, en los casos que tengan a su cargo.








 	Artículo 80 C.- El Fiscal Nacional será designado por el Presidente de la República, a propuesta en quina de la Corte Suprema y con acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento.








	El Fiscal Nacional deberá tener el título de abogado, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durará diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrá ser designado para el período siguiente.








 	Artículo 80 D.- Existirá un Fiscal Regional en cada una de las regiones en que se divida administrativamente el país, a menos que la población o la extensión geográfica de la región hagan necesario nombrar más de uno. 








 	Los fiscales regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna de la Corte de Apelaciones de la respectiva región. En caso que en la región exista más de una Corte de Apelaciones, la terna será formada por un pleno conjunto de todas ellas, especialmente convocado al efecto por el Presidente de la Corte de más antigua creación.








	Los fiscales regionales deberán tener el título de abogado, haber cumplido 30 años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio; durarán diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como fiscales regionales por el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Público.








 	Artículo 80 E.- La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, llamarán a concurso público de antecedentes para la integración de las quinas y ternas, las que serán acordadas por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en pleno especialmente convocado al efecto. No podrán integrar las quinas y ternas los miembros activos o pasivos del Poder Judicial.








	Las quinas y ternas se formarán en una misma y única votación en la cual cada integrante del pleno tendrá derecho a votar por tres o dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las tres primeras mayorías, según corresponda. De producirse un empate, éste se resolverá mediante sorteo.








 	Artículo 80 F.- Existirán fiscales adjuntos que serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público, en conformidad a la ley orgánica constitucional. Deberán tener el título de abogado y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio.








 	Artículo 80 G.- El Fiscal Nacional y los fiscales regionales sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados, o de diez de sus miembros, por incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, previa audiencia del afectado. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio. La resolución producirá efectos de inmediato y por el solo ministerio de la ley.








	La remoción de los fiscales regionales también podrá ser solicitada por el Fiscal Nacional.








 	Artículo 80 H.- Se aplicará al Fiscal Nacional, a los fiscales regionales y a los fiscales adjuntos  lo establecido en el artículo 78.








 	Artículo 80 I.- El Fiscal Nacional tendrá la superintendencia directiva, correccional y económica del Ministerio Público, en conformidad a la ley orgánica constitucional respectiva.".








7. Agréganse las siguientes disposiciones transitorias:





�
“Trigesimasexta.-  Las normas del capítulo VI-A "Ministerio Público", regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional del Ministerio Público. Esta ley podrá establecer fechas diferentes para la entrada en vigor de sus disposiciones, como también determinar su aplicación gradual en las diversas regiones del país.





		El capítulo VI A “Ministerio Público”, la ley orgánica constitucional del Ministerio Público y las leyes que, complementando dichas normas, modifiquen el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Penal, se aplicarán exclusivamente a los hechos acaecidos con posterioridad a la entrada en vigencia de tales disposiciones.





Trigesimaséptima.- No obstante lo dispuesto en el artículo 80 E, en la quina y en cada una de las  ternas que se formen para proveer por primera vez los cargos de Fiscal Nacional y de Fiscales Regionales, la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones podrán incluir, respectivamente, a un miembro activo del Poder Judicial.".".





- - - - -





			Acordado en sesiones de fechas 5, 11 y 18 de diciembre de 1996, 15 de enero, 5, 12 y 19 de marzo y 2 de abril de 1997, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Hernán Larraín Fernández, Juan Hamilton Depassier y Anselmo Sule Candia.





			Sala de la Comisión, a 8 de abril de 1997.



































FERNANDO SOFFIA CONTRERAS 


Secretario
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ANEXO DE OTRAS DISPOSICIONES LEGALES VINCULADAS CON EL MINISTERIO PUBLICO


�



ANEXO DE OTRAS DISPOSICIONES LEGALES VINCULADAS CON EL MINISTERIO PUBLICO 











a) Código Civil:





- artículo 452: el disipador interdicto puede recurrir al Ministerio Público cuando los actos del curador le fueren vejatorios o perjudiciales





- artículo 514: los fiscales y demás personas que ejercen el Ministerio Público pueden excusarse de tutelas y curadurías





- artículo 542: el Ministerio Público debe ser oído en la remoción de tutores y curadores





- artículo 1291: regula la intervención del Ministerio Público en las herencias en que hubiere legados para objetos de beneficencia u obras de piedad religiosa





- artículo 1683: el Ministerio Público puede impetrar la declaración de la nulidad absoluta, en interés de la moral o de la ley





- artículo 1684: el Ministerio Público no puede pedir la declaración de una nulidad relativa





- artículo 2036: el Ministerio Público debe ser oído en la tasación de las hijuelas cuando se divide una finca acensuada





b) Código Penal: 





- artículo 223: los funcionarios que desempeñen el Ministerio Público pueden incurrir en el delito de prevaricación





- artículo 315: tipifica ciertos delitos contra la salud pública, como envenenamiento, infección o adulteración de comestibles, agua y bebidas, así como la distribución o venta de los mismos, ilícitos que sólo pueden ser perseguidos por denuncia o querella del Ministerio Público o del Director General del Servicio Nacional de Salud (hoy los Directores de los Servicios de Salud); como consecuencia de ello, esos funcionarios quedan eximidos de la obligación de denunciar que establece el artículo 84 del Código de Procedimiento Penal 





- artículo 369: el Ministerio Público puede, a falta de otros titulares de la acción penal mixta, entablar acusación o denunciar los delitos de estupro, violación y rapto





- artículo 429: el Ministerio Público está obligado a ejercer la acción por calumnia o injuria contra las autoridades en su calidad de tales, y contra el Presidente de la República, los ministros de naciones extranjeras acreditados en Chile y otros funcionarios que gocen de inmunidad diplomática, en estos casos aunque la calumnia o la injuria sean hechas en carácter privado.





c) Código de Procedimiento Civil: 





- artículo 37: formalidades de la entrega de un expediente cuando debe oír dictamen escrito del Ministerio Público





- artículo 54: debe oír al Ministerio Público para decretar la notificación por avisos





- artículo 109: debe oír al Ministerio Público para resolver en segunda instancia 


una contienda de competencia entre tribunales de jurisdicción diferente





- artículo 209: da al tribunal de segunda instancia competencia para hacer de oficio en su sentencia declaraciones a que la ley obliga, para lo cual debe oír al Ministerio Público





- artículo 248: para resolver si una sentencia dictada por tribunal extranjero en asunto contencioso debe cumplirse, el tribunal debe oír al Ministerio Público, además de a la parte contra quien se pide la ejecución





- artículo 249: en los asuntos no contenciosos, el juez sólo oirá al Ministerio Público





- artículo 683: al comparendo de estilo en el juicio sumario debe concurrir el oficial del Ministerio Público si la ley así lo establece o si lo juzga necesario el juez





- artículo 753: si el tribunal de alzada, conociendo por vía de consulta una sentencia de nulidad de matrimonio o de divorcio perpetuo, estimare dudosa la legalidad del fallo, oirá al Ministerio Público 





- artículo 761: si el deudor personal no es oído en el trámite de tasación en el juicio de desposeimiento contra te4rceros poseedores de una finca hipotecada o acensuada, la diligencia debe cumplirse con intervención del Ministerio Público





- artículo 802: los oficiales del Ministerio Público no están obligados a consignar para recurrir de casación





- artículo 813: en el recurso de revisión debe oír al Ministerio Público antes de la vista de la causa





- artículo 814: para suspender la ejecución de una sentencia contra la cual se ha interpuesto recurso de revisión, debe oír al Ministerio Público 





- artículo 824: en asuntos no contenciosos que no tengan trámite especial, pero en que el juez deba obrar con conocimiento de causa, se oirá al Ministerio Público, o al defensor público, según corresponda, luego de recibida la información sumaria que acredite los hechos que legitiman la petición





- artículo 825: dispone que cuando deba obtenerse el dictamen por escrito del Ministerio Público se les entregará el expediente en la forma dispuesta por el artículo 37 del mismo Código





- artículo 849: se oirá al Ministerio Público para dar curador a una herencia declarada yacente





- artículo 876: si por la urgencia del caso el juez determina que no sean citadas a la diligencia de ruptura de sellos puestos a los muebles y papeles de una sucesión las personas que pueden tomar parte en la facción del inventario, deberá citarse al Ministerio Público 





- artículo 886: cuando es necesario dar curador a una herencia en que los herederos son extranjeros, el cónsul del país respectivo puede proponer a la persona del curador; si no lo hace, lo nombre el tribunal de oficio o a propuesta del Ministerio Público





- artículo 904: la prueba en el trámite de declaración del derecho al goce de censos se hace con citación del Ministerio Público, o del defensor de obras pías, según corresponda





- artículo 911: para admitir las informaciones para perpetua memoria los tribunales oirán previamente al Ministerio Público





- artículo 912: el examen de testigos en dicho trámite se hace con citación del Ministerio Público 





- artículo 913: rendida la información, el Ministerio Público dictamina sobre la calidad e identidad de los testigos





d) Código de Procedimiento Penal:





- artículo 4º: el Ministerio Público debe intervenir en el juicio civil destinado a resolver una cuestión previa necesaria para un proceso penal, si éste versa sobre delito de acción pública





- artículo 18: el Ministerio Público no puede ejercer la acción penal privada





- artículo 19: en los delitos de violación y rapto, que son de acción penal mixta, el Ministerio Público podrá hacer la denuncia y ejercer la acción civil del artículo 370 del Código Penal, sólo en caso que los titulares estén impedidos de hacerlo o implicados en el delito





- artículo 20: el Ministerio Público debe deducir la acción por injurias y calumnias de que sean víctimas empleados públicos no sujetos al Estatuto Administrativo y diplomáticos extranjeros acreditados ante el gobierno de Chile, en el caso de estos últimos, aunque se trate de injurias y calumnias inferidas en carácter privado; la ley Nº 18.857, ya citada más arriba, permite la intervención del Ministerio Público en primera instancia en estos procesos, a través del fiscal de la Corte de Apelaciones correspondiente 





- artículo 23: obliga al Ministerio Público a ejercer la acción penal pública 





- artículo 24: los tribunales están obligados a actuar aún cuando el Ministerio Público no crea procedente la acción y gozan de completa libertad para aceptar o rechazar las peticiones de este último





- artículo 25: la intervención del querellante particular no impide la actuación del Ministerio Público, ni a la inversa; con todo, las partes no pueden oponerse a las diligencias probatorias solicitadas por el Ministerio Público





- artículo 26: el oficial del Ministerio Público que actúa ante un tribunal de alzada puede continuar el ejercicio de la acción penal pública, aunque el funcionario de la instancia anterior halla aceptado el fallo





- artículo 26 bis: faculta a los fiscales de Cortes de Apelaciones para intervenir en primera instancia en todos los juicios criminales de acción pública, cuando lo juzguen conveniente; de aquí, entonces, que se diga que la ley Nº 18.857, ya comentada, repuso el Ministerio Público en la primera instancia





- artículo 27: prohibe a los oficiales del Ministerio Público renunciar al ejercicio de la acción pública





- artículo 28: la acción penal privada y la mixta son renunciables, salvo esta última cuando la ejerce el Ministerio Público, 





- artículo 30: si el querellante desiste de la acción pública, el proceso continúa con el Ministerio Público como parte principal; y si la acción fuere privada, además es posible poner término al juicio mediante transacción





- artículo 36: el Ministerio Público no puede desistirse de la querella o de la acusación, pero pedir oportunamente el sobreseimiento o la absolución, si lo estima de derecho





- artículo 54: el Ministerio Público puede ejercer recursos en favor del reo y hacerse parte en recursos entablados por otras de las partes del juicio





- artículo 63 bis A: si el Ministerio Público se anuncia para alegar, no se puede resolver las apelaciones o consultas relativas a la libertad provisional sin escuchar los alegatos





- artículo 66: todas las notificaciones a los representantes del Ministerio Público deben ser personales





- artículo 69: omitir la intervención del Ministerio Público cuando es obligatoria acarrea nulidad procesal 





- artículo 70: el Ministerio Público puede pedir la nulidad procesal, dentro de su competencia





- artículo 73: la notificación de una resolución que declara nula otra notificación, supone la notificación por el solo ministerio de la ley de la resolución cuya notificación ha sido anulada; sin embargo, el Ministerio Público debe ser notificado personalmente





- artículo 75: faculta al Fiscal de la Corte Suprema para supervigilar el cumplimiento de las órdenes judiciales y para hacer efectiva la responsabilidad funcionaria o penal de los infractores; esta norma ha permitido sostener, como quedó dicho más arriba, que el referido Fiscal tiene una virtual tuición sobre la policía, que es generalmente la encargada de cumplir las órdenes de los jueces





- artículo 81: una de las formas en que pueden comenzar los juicios por crímenes o simples delitos pesquisables de oficio (de acción pública), es la requisición del Ministerio Público 





- artículo 84: señala quienes están obligados a denunciar crímenes o simples delitos; su ordinal 1º estipula que el Ministerio Público debe hacerlo respecto de los hechos criminales que se pongan en su conocimiento





- artículo 96: regula la interposición de la querella por los delitos de injuria o calumnia causadas en juicio, en los casos en que la acción pueda ser ejercida por el Ministerio Público





- artículo 100: los oficiales del Ministerio Público están exentos de la obligación de rendir fianza de calumnia en las querellas que interpusieren en su calidad de tales





- artículo 103: estipula las formalidades del requerimiento que se hace para que el Ministerio Público ejerza la acción pública, asimilándolo a los requisitos que el artículo 89 fija para hacer denuncias





- artículo 104: regula los derechos de las partes en el juicio criminal, incluido el Ministerio Público, en orden a solicitar diligencias y a tomar conocimiento del sumario





- artículo 120: si el Ministerio Público es parte principal, debe ser citado, y el oficial respectivo concurrir personalmente, a la medida probatoria de inspección personal que decrete el tribunal





- artículo 219: el Ministerio Público debe ser citado a la ratificación de testigos del sumario y puede interrogarlos a través del juez





- artículo 220: ciertos testigos tienen derecho a que se les indemnice la pérdida de tiempo originada por su participación en diligencias del juicio; si son testigos del Ministerio Público, la indemnización corre de cargo de la Municipalidad respectiva





- artículo 295: el control de la correspondencia y las comunicaciones impuesto a detenidos o presos no puede impedirles que se comuniquen por escrito con los oficiales del Ministerio Público 





- artículo 305 bis B: el Ministerio Público puede recabar que se decrete la medida de arraigo





- artículo 311: revocada una detención o prisión arbitrarias, o mandados subsanar sus defectos, los antecedentes deben pasar al Ministerio Público para que se querelle contra el autor del abuso, a fin de hacer efectivas sus responsabilidades criminal y civil





- artículo 313: sanciona al oficial del Ministerio Público que no se querellare dentro del plazo legal señalado en el artículo 311





- artículo 317 bis: el Ministerio Público está obligado a perseguir la responsabilidad de las autoridades que se nieguen a cumplir las órdenes dictadas por una Corte de Apelaciones que conoce un recurso de amparo, o que las demoren injustificadamente





- artículo 407: el Ministerio Público puede solicitar el sobreseimiento en cualquier estado del juicio





- artículo 414: el sobreseimiento dictado contra la opinión del Ministerio Público debe ser siempre consultado





- artículo 449: a solicitud del acusado se puede omitir la prueba y demás diligencias del plenario, para dictar sentencia definitiva, a menos que el Ministerio Público se oponga, alegando que tiene probanzas que producir en esa etapa





- artículo 511: el Ministerio Público tiene el deber de apelar de toda sentencia en que, a su juicio,  no se haya apreciado correctamente el delito o no se haya impuesto al culpable la pena determinada por la ley





- artículo 529: la sentencia de segunda instancia que confirma en todas sus partes la de primera lleva envuelta la condenación en costas del apelante, salvo que sea el Ministerio Público 





- artículo 583: no es necesario oír al Ministerio Público en los juicio sobre calumnia o injuria a particulares. En los demás juicios en que se ejercite la acción privada el Ministerio Público será oído antes de dictarse sentencia definitiva





- artículo 623: la querella de capítulos tiene también por objeto hacer efectiva la responsabilidad criminal de los oficiales del Ministerio Público por delitos ejecutados en el ejercicio de sus funciones; tal querella puede ser deducida por el propio Ministerio Público





- artículo 624: la querella de capítulos que no es entablada por el Ministerio Público debe ser patrocinada por abogado





- artículo 626: si el Ministerio Público interpone una querella de capítulos, está exento de la obligación de caucionar las resultas





- artículo 627: si la querella de capítulos es interpuesta por una particular, debe recabarse el dictamen del Ministerio Público acerca de su procedencia





- artículo 629: después de escuchadas las partes en la querella de capítulos, debe recabarse el dictamen del Ministerio Público 





- artículo 637,  638,  651: el fiscal es oído sobre la procedencia de las peticiones de extradición, conforme a los tratados vigentes o al derecho internacional





- artículo 658:  el Ministerio Público puede interponer el recurso de revisión





- artículo 659: el recurso de revisión que no es deducido por el Ministerio Público debe ser patrocinado por abogado





- artículo 696: establece y regula las visitas periódicas que los fiscales de Cortes de Apelaciones deben realizar a establecimiento carcelarios y especiales en que estén internados enajenados mentales 





e)  Código de Justicia Militar: 





- artículos 70-B a 70-E: Ministerio Público Militar, ya mencionado en el numeral 5) supra �





- artículos 156 y 158: regulan la intervención del Ministerio Público Militar en la prueba





f) Ley de Matrimonio Civil, de 10 de enero de 1884:





- artículo 27: El juez oirá el dictamen del Ministerio Público en el juicio sobre divorcio





- artículo 34: el Ministerio Público puede ejercer la acción de nulidad del matrimonio y debe ser siempre oído en los juicios sobre nulidad 





g) Ley Nº 4.702, sobre compraventa de cosas muebles a plazo, artículo 36: el Ministerio Público no puede ejercer las acciones por los delitos que tipifican los artículos 33, 34 y 35 de esta ley (relacionados con la prenda)





h) Ley Nº 4.808, sobre el Registro Civil, artículo 43: el Ministerio Público puede ejercer las acciones de este artículo, derivadas de no celebrarse dentro del plazo legal el matrimonio civil, si le ha precedido uno religioso





i) Ley Nº 16.436, sobre delegación de firma en resoluciones administrativas, artículo 9º: el Presidente de la Corte Suprema puede delegar en el Fiscal de dicho tribunal las resoluciones sobre renuncias, feriados, licencias, permisos, prórrogas, asignación familiar, anticipos y renta del grado superior,  respecto del personal del Ministerio Público





j) Ley Nº 16.643, sobre abusos de publicidad, artículo 36: en procesos por delitos de injuria o calumnia perpetrados por alguno de los medios de difusión del artículo 16 del mismo cuerpo legal, no será necesario oír al Ministerio Público 





k) Ley Nº 17.105, ley de alcoholes, artículo 181: en los procesos por conducir en estado de ebriedad causando daños, lesiones o muerte, los oficiales del Ministerio Público tendrán siempre conocimiento del sumario





l) Ley Nº 19.346, que crea la Academia Judicial, artículo 11: el programa de formación para postulantes al escalafón Primario del Poder Judicial incluye actividades tendientes, entre otras, a proporcionar destrezas y criterios propios de la función del Ministerio Público 





m) D.L. Nº 2.306, de 1978, sobre reclutamiento y movilización, artículo 17: los funcionarios que ejercen el Ministerio Público están exentos del deber militar





n) D.F.L. Nº 2.128, de 1930, de Justicia, reglamento orgánico del Servicio de Registro Civil, artículo 131: repite la disposición del artículo 43 de la ley Nº 4.808, citada más arriba





ñ) D.S. Nº 1.157, de 1931, de Fomento, Ley General de Ferrocarriles, artículo 125: el Ministerio Público puede denunciar las infracciones a esta ley que no tengan señalada una pena especial





o) D.S. Nº 244, de 1979, de Defensa,  reglamento de la ley sobre reclutamiento y movilización: el artículo 43 reproduce la exención del deber militar de los funcionarios que ejercen el Ministerio Público mencionada en el literal m) supra





p) D.S. Nº 374, de 1934, de Relaciones Exteriores, Código de Derecho Internacional Privado:





- artículo 90: declara de orden público internacional los preceptos que hacen obligatoria para el Ministerio Público la petición de declarar la incapacidad de dementes y sordomudos





- artículos 426 y 437: para decretar el cumplimiento de una sentencia civil o contencioso administrativa, así como para dar curso a las consecuencias civiles de sentencias penales, el juez debe oír al Ministerio Público





q) D.S. Nº 1.011, de 1993, de Relaciones Exteriores, tratado de extradición con México, artículo 27: el Ministerio Público también está habilitado para dirigir cartas o comisiones rogatorias





r) D.S. Nº 425, de 1994, de Relaciones Exteriores, Convenio de París para la protección de la Propiedad Industrial, artículo 9º número 3): el Ministerio Público puede instar por el embargo de productos que ostenten ilícitamente una marca o un nombre comerciales





s) D.S. Nº 31, de 1995, de Relaciones Exteriores, Tratado de extradición con España:





- artículo 32: el Ministerio Público puede dirigir solicitudes que tengan por objeto actos de instrucción o de comunicación en procesos penales





- artículo 35: el Ministerio Público puede solicitar la comparecencia personal en su territorio de un inculpado, testigo o perito
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Exposición de la señora Ministra de Justicia ante la Comisión, al iniciarse la discusión particular del proyecto.





�
Exposición de la señora Ministra de Justicia ante la Comisión, al iniciarse la discusión particular del proyecto.





1.- Introducción.





En primer lugar quisiera señalar que para el Gobierno y en particular para el Ministerio de Justicia, este proyecto representa uno de los más significativos y sistemáticos esfuerzos para modernizar el sistema de justicia de nuestro país.





Constituye, asimismo, un proyecto de modernización del Estado en aquella área de mayor sensibilidad para erigir un auténtico Estado de Derecho.





	En efecto, la reforma al sistema de enjuiciamiento criminal viene impuesta por la necesidad de dotar al sistema de justicia de un proceso que asegure la efectiva vigencia de las garantías sobre las cuales se debe construir un proceso penal.





	Ellas son, entre otras, el derecho a un debido proceso, el respeto efectivo del principio de inocencia, la vigencia real de los principios de inmediación, concentración, publicidad y asegurar el derecho a defensa.





	Por otra parte, la reforma intenta estructurar un proceso eficiente y eficaz en materia de persecución penal pública, estableciendo mecanismos para acortar la duración de los procesos, diversificar el catálogo de resolución de conflictos, y establecer sistemas de gestión que garanticen un sistema moderno y garantista.





	En este desafío han participado todos los miembros del foro, entre ellos jueces magistrados abogados académicos del más alto prestigio entre los que se cuentan decanos de facultades de derecho, profesores de derecho penal y procesal penal, rectores, diputados, senadores, representantes del Gobierno, representantes de la sociedad civil, como institutos de estudio, universidades, organismos no gubernamentales, entre los que debo destacar de manera muy especial a la Fundación Paz Ciudadana y a la Corporación de Promoción Universitaria, etc.





	Este esquema ha sentado un sistema de trabajo que en el marco de políticas públicas constituye una novedad y un método transparente, abierto, con seguimiento desde el foro jurídico, que representa un largo proceso de análisis y estudio que decanta un trabajo de largo aliento, coherente y sistemático.





	Así, la evaluación del proyecto de reforma constitucional que, exige recordar, asimismo, los propósitos de política pública que subyacen a la reforma procesal penal en su conjunto. Es a la luz de esos propósitos que debe juzgarse este proyecto.





	El Senado de la República no tiene hoy  entre manos un simple mejoramiento de los recursos del sistema judicial, ni, tampoco, una mera reforma a los procedimientos jurisdiccionales. En otras palabras, no es éste un proyecto que carezca de sentido estratégico y al que haya que analizar provisto de criterios puramente normativos. Más que eso, el proyecto de reforma constitucional que hoy se debate se funda en uno más amplio de modernización jurídica, económica y organizacional de la justicia de Chile.








2.- Ideas centrales de la reforma.





	Dicho lo anterior, interesa particularmente destacar aquél núcleo básico de ideas en torno a las cuales se ha construido el eje de la reforma procesal penal.





	Esto resulta relevante, pues este núcleo central es el que, a nuestro juicio,  permite testear la congruencia o incongruencia de las modificaciones que se intente realizar a las diversas partes del proyecto.





	En efecto, la base de la reforma la constituye la creación en nuestro sistema de justicia de un proceso penal de base acusatoria, que permita estructurar un sistema contradictorio, adversarial entre partes litigantes con igualdad de oportunidades, que se corresponda con los requerimientos del debido proceso.





	Es esta la opción que permitirá generar condiciones objetivas de imparcialidad para las funciones de la judicatura:. colocar a la figura del juez en una posición de tercero imparcial que contribuirá a rescatar la función jurisdiccional en su dimensión más profunda, cual es la de decidir el derecho aplicable a un litigio en curso y resolver aquellas materias relativas a la afectación de garantías de los intervinientes en el proceso.





	Ello se corresponde, asimismo, con la estructuración de un sistema de valoración de la prueba denominado de sana crítica que dota al sistema jurisdiccional de condiciones de independencia real y de mayor grado de autonomía como Poder del Estado. De esta manera, creemos firmemente que esta reforma lejos de desmedrar la función del juez la sitúa en un espacio institucional más propio, de mayor fortaleza, que contribuirá a dotar de mayores grado de legitimidad social a la función judicial.





	De la idea de un proceso penal de base acusatoria, que enfrente, por una parte, los intereses de la comunidad en la persecución del delito en la figura del fiscal, y, por otra, al abogado defensor del imputado, emanan un conjunto de supuestos elementales que interesa detallar :





a.- Se requiere dotar al órgano de persecución penal de real autonomía respecto del órgano juzgador, por lo que cualquier mecanismo que someta o sujete disciplinariamente el Ministerio Público a la Corte Suprema importa desnaturalizar conceptual y prácticamente el sistema acusatorio y transitar por ende a otro modelo completamente diferente de naturaleza inquisitiva mixta o reformada.





	Si las funciones de instruir y acusar, por un lado, y la de juzgar, por el otro, son funciones radicalmente distintas -cuestión ésta en la que la doctrina comparada está de acuerdo- no se observa porqué deban ejercerse por órganos sometidos a un único sistema de gobierno.





	Al ubicar institucionalmente al Ministerio Público dentro del Poder Judicial, se estaría sometiendo a este órgano a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, con lo cual se estaría reproduciendo, respecto del Ministerio Público, una estructura verticalizada que, no hay duda, desmedraría su independencia.





	Se dirá que en el derecho comparado existen, sin embargo, casos frecuentes en que el Ministerio Público forma parte del Poder Judicial. Y así, en efecto, es. Pero no ha de olvidarse que en los sistemas jurídicos donde ello ocurre, el gobierno judicial está entregado a un órgano plural -el Consejo Nacional de la Magistratura- que en Chile no existe.





	En nuestro país, un sólo órgano, la Corte Suprema, es Corte de Casación, posee funciones de control constitucional y, además, es órgano de gobierno. Extender esa concentración de funciones y el verticalismo que la caracteriza, hacia el Ministerio Público, importaría un grave error en el diseño de las instrucciones públicas.





	De otra parte, y al contrario de lo que suele aseverarse, la división orgánica y la consiguiente autonomía en vez de desmedrar el control del Ministerio Público, lo perjudica. La división orgánica y funcional favorece el control puesto que evita las tradicionales lealtades corporativas. El control público de las actuaciones estatales, se ve, por eso, favorecido con la división orgánica.





	A lo anterior ha de agregarse que la autonomía prevista para el Ministerio Público, no se traduce, en caso alguno, en ausencia de control de ese órgano. Como un examen, incluso somero, del proyecto de Código Procesal Penal lo pone de manifiesto, las actuaciones del Ministerio Público -en particular aquellas relativas a los derechos fundamentales- están permanentemente sometidas al control jurisdiccional. No puede pues sostenerse que es la necesidad de control la que exige suprimir la autonomía del órgano. Independencia y autonomía, como es suficientemente sabido, no es sinónimo de descontrol. La autonomía corporativa del Ministerio Público favorece, por el contrario, la responsabilidad, fortalece la independencia y, como se verá luego, establece las condiciones para un trabajo eficiente.





	Por otra parte, insertar este órgano en el seno del poder Ejecutivo o Legislativo, importa construir en el sistema de competencias del Estado, un modelo que presenta un sin fin de externalidades negativas y difusionalidades que afectan el adecuado equilibrio de funciones y poderes ya existentes.








b.- En este mismo orden de ideas debe destacarse el hecho que se requiere dotar al órgano de persecución penal, esto es al Ministerio Público, del monopolio de la instrucción, única manera de asegurar un sistema acusatorio que establezca condiciones de imparcialidad objetiva para el ente juzgador. Asimismo, un sistema mixto de instrucción resulta incoherente desde el punto de vista de la modernización del sistema público, trae aparejado la superposición de funciones, una ineficiente asignación de recursos, y la duplicación de esfuerzos presupuestarios redundando finalmente en una rentabilidad social exigua.





	Asimismo debe agregarse, como es suficientemente sabido, que la instrucción que lleva a cabo el Ministerio Público no es, en rigor, prueba con valor jurisdiccional.





	En un sistema acusatorio como el que subyace al proyecto, la prueba ha de rendirse ante los jueces del juicio oral. La instrucción tiene por objeto simplemente formar la convicción del Ministerio Público para llevar adelante la acción penal -dando origen a un juicio- y carece de valor ante los jueces. Esta distinción entre instrucción o investigación, por una parte, y prueba, por la otra, permite despejar un malentendido técnico que subyace a buena parte de las críticas que, en esta materia, se han dirigido al proyecto.





	Desde el punto de vista técnico no puede sostenerse que la instrucción a cargo del Ministerio Público, desmedre la jurisdicción.





	En síntesis, el debido proceso concibe al juicio como un debate entre sujetos provistos de igualdad de armas ante un tercero imparcial. Cuando ello no se verifica, como ocurre cotidianamente en nuestro país, se transgrede ese importante derecho de que son titulares los ciudadanos.





	Así el sistema acusatorio que se propone exige indefectiblemente la autonomía del Ministerio Público y el monopolio de la instrucción en manos del mismo órgano.








3.- La autonomía del Ministerio Público y la modernización del Estado.





	Se ha dicho con frecuencia que, de las modernizaciones que el país ha emprendido en las últimas décadas, hay una que ha estado permanentemente ausente. Se trata de la modernización del sector jurisdiccional del Estado. Nuestro país ha experimentado importantes adecuaciones en su estructura económico productiva y, al mismo tiempo, en sus formas de gestión. Mientras ello ha ocurrido, nuestro sistema de administración de justicia ha permanecido incólume. Junto a un procedimiento que, como se acaba de mostrar, contradice la garantía del debido proceso, los tribunales exhiben formas organizacionales y de división del trabajo que muestran claras ineficiencias. El crecimiento del gasto en el sector -indesmentible en los últimos años- no se traduce, por ello, en mayores y más oportunos servicios.











	En efecto, no resulta sensato -cuando los propósitos de modernización del Estado parecen unánimes- pretender que el Ministerio Público se adose institucionalmente al único sector del Estado que no ha experimentado modernización alguna. Por el contrario, lo razonable es que la reforma procesal penal, junto con inducir procesos modernizadores al interior del trabajo judicial -y a ello tenderá la nueva orgánica judicial que el proyecto contempla- se erige en una oportunidad para que una nueva función pública se constituya a partir de procesos organizacionales y de gestión que satisfagan los criterios generales de modernización del Estado.





	Un Ministerio Público autónomo, con un sistema organizacional y de gestión que compatibilice la orientación al usuario y la evaluación del desempeño, con la necesaria estabilidad en la función, ejercerá un importante efecto de demostración respecto del resto de los sectores  y puede apreciarse, por ello, en este proyecto, un paso con sentido estratégico para la modernización del país en su conjunto.








4.- El Ministerio Público y el bienestar social.





	Como pocas veces había ocurrido en la tradición legislativa de nuestro país, el proyecto de reforma procesal penal se diseñó luego de múltiples estudios técnicos que aseguran su máxima rentabilidad social. No es éste un aspecto menor del proyecto cuyo análisis estamos emprendiendo. Forma parte de una política pública responsable, verificar que las iniciativas legales deriven los recursos hacia su mejor uso alternativo, contribuyendo, de esta manera, al bienestar. Una de las ventajas más evidentes del proyecto procesal penal, pero, en particular, del diseño de Ministerio Público que le subyace, es la rentabilidad social que está llamado a procurar. Según lo muestra un análisis de costo beneficio del proyecto realizado por los investigadores de la Universidad Católica de Chile señores Wagner y Fontaine, una misma cantidad de recursos producen un mejor resultado en un sistema acusatorio, provisto de un Ministerio Público como el que el proyecto contempla, que el actual sistema inquisitivo. En otros términos, y en rigor, el sistema que el proyecto contiene -y del cual el Ministerio Público autónomo es indispensable- es más barato que el actual sistema. El incremento del gasto en justicia que la iniciativa supone, poseerá pues, en el proyecto al que me refiero, su mejor uso alternativo, acrecentando, de esta manera, el bienestar social.








5.- Consideraciones Finales.





	Quisiera finalizar puntualizando a partir de la propuesta que ha presentado el Ejecutivo, las semejanzas y diferencias que aparecen en la relación a la propuesta de trabajo que ha presentado el Presidente de la  Comisión pues estimo que de esta forma se facilitará enormemente la tarea de alcanzar soluciones y modelos que permitan generar los consensos que doten al proyecto de un firme sostén de apoyo legislativo.











1.- En primer lugar, se hace necesario establecer que el proyecto gubernamental, y el documento de trabajo que por su parte ha presentado el Senador Otero, presentan coincidencias que es útil destacar, porque acreditan un consenso natural entre el proyecto tramitado ante la Cámara de Diputados, el Proyecto Gubernamental de Reforma Constitucional y la tesis que subyace en el documento de trabajo antes referido.





	La más importante coincidencia que es posible advertir entre las posiciones que acabo de describir es la que se verifica en derredor de la idea de autonomía del Ministerio Público. Tanto en el documento de trabajo alternativo, como en proyecto gubernamental, se asume explícitamente el principio del Ministerio Público es un órgano con competencias propias, autónomo desde el punto de vista del sistema de competencias del Estado y dotado finalmente de patrimonio propio. Desde luego podrá discutirse los grados de control que esa autonomía reclama y supone.





	Las funciones del Ministerio Público en principio pueden ser dos, la función de instruir, esto es, investigar preliminarmente, y luego la función de sustentar la acción penal ante el juicio oral. Se trata de dos funciones que el proyecto gubernamental entrega íntegramente al Ministerio Público, en virtud de las razones antes expuestas.





	En tanto, en el documento de trabajo presentado no aparece claro que se mantengan íntegramente en el Ministerio público las dos funciones referidas.





	Desde luego, en opinión del Gobierno, conferir una misma función a dos órganos distintos introduce altos grados de incertidumbre en el sistema procesal y, junto con ello, duplica los costos en este mismo sistema, puesto que tanto el juez como el Ministerio Público deberán estar provistos de los medios necesarios para llevar a cabo la instrucción y ello supone como vengo diciendo un gasto público, a juicio del gobierno, innecesario. La experiencia comparada, por ejemplo, la experiencia de Buenos Aires, parece mostrar que esta superposición, según la cual una misma función está entregada a dos órganos naturalmente distintos, acaba produciendo un incremento de costos y ninguna eficiencia.





	El proyecto gubernamental más bien considera que se hace necesario conferir la instrucción de manera privativa al Ministerio Público, dejando para los tribunales nada más que las fases tradicionales  de jurisdicción, esto es, la fase de conocer, juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Desde luego, y como es suficientemente sabido, la facultad de instrucción, en tanto constituye una indagación destinada a conformar la convicción del propio Ministerio Público en orden a sustentar la acción penal, no constituye en caso alguno una prueba en el sentido técnico. No se trata de evidencias que posean valor de convicción ante el juez y, por lo mismo, no puede sostenerse que la instrucción penal tenga valor probatorio y posea en consecuencia una connotación jurisdiccional. Por el contrario, en un sistema acusatorio la instrucción carece, como es suficientemente sabido por los especialistas, de valor aprobatorio por sí mismo ante la jurisdicción.





	Es en un sistema inquisitivo -tan presente en nuestra cultura jurídica- donde la instrucción o la investigación preliminar, esto es el sumario, acaba siendo prácticamente la única prueba conforme a la cual el juez forma convicción y condena.





3.- En lo que dice relación ahora con la tercera idea matriz del proyecto gubernamental, que si bien no está explícita en el proyecto subyace a él, esto es en relación con la idea de dotar al Ministerio Público de un diseño organizacional que satisfaga en general los criterios de modernización del Estado, ha de señalarse que se trata éste de un tema que la buena técnica constitucional y legislativa aconseja posponer para la discusión de la ley orgánica constitucional. No parece prudente ni acertado, introducir perfiles organizacionales que rigidicen excesivamente el tratamiento del órgano en la propia  Carta Constitucional. 





4.- Sobre la base de convenir esas ideas matrices -y convenir en consecuencia un Ministerio Público autónomo dotado de facultad de intrucción privativa, posponiendo el perfil organizacional del instituto para la discusión de la ley orgánica constitucional- me parece a mí podría alcanzarse rápidamente un acuerdo.











5.- Por último quisiera agradecer la disposición y buen ánimo que el Ministerio de Justicia ha encontrado en cada uno de los miembros de la Comisión de Constitución y Justicia del Senado para debatir el presente proyecto, y es en esa confianza que deseamos insistir muy intensa y responsablemente en la necesidad de decantar con profundidad pero también con prontitud en una reforma que permita dar real viabilidad al conjunto de la reforma procesal penal que hoy se discute con gran éxito y entrega por parte de los miembros de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados.





	En este esfuerzo ofrecemos nuestra colaboración y dedicación pues entendemos que los frutos que todos advertimos de esta reforma requieren nuestros mejores sacrificios y compromisos.





- - - - 





























Exposiciones de los señores Ministros de la Excma. Corte Suprema


�



Presidente de la Excma. Corte Suprema, don Servando Jordán L.





				En primer lugar, agradeció la invitación que le formulara la Comisión para manifestar su opinión sobre esta iniciativa.





				Explicó que sobre la base del informe que hace poco tiempo atrás elaboró la Corte en relación con el proyecto de ley que sustituye el Código de Procedimiento Penal y regula la intervención del ministerio público, y teniendo en consideración la presente propuesta de reforma constitucional en debate, puede señalar, en general, lo siguiente:





				Los ministros de la Corte Suprema se reunieron en un Pleno informal para tratar esta materia a raíz de la invitación que le formulara la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado para exponer ante ella su opinión sobre el proyecto. En esa ocasión se acordó como cuestión previa que lo que se expresara en esta oportunidad sólo serían consideraciones preliminares y generales, expuestas a título personal, mas no la posición oficial de ese Alto Tribunal.





				Enseguida destacó la gran trascendencia que la Corte que preside atribuye a la reforma en análisis, especialmente en lo tocante al Poder Judicial, expresando que ella es partidaria de que exista en nuestro país el Ministerio Público. Informó que esta es la opinión sostenida por ese Tribunal durante la discusión del proyecto sustitutivo del Código de Procedimiento Penal en actual tramitación en la Cámara de Diputados. No obstante lo anterior, aclaró, hay algunos ministros que no comparten la forma en que está concebido el instituto en el proyecto de reforma constitucional en  análisis.





				Afirmó que de acuerdo a las funciones y características que se atribuyen al Ministerio Público en esta iniciativa, en la práctica, se está introduciendo en nuestra institucionalidad un nuevo poder del Estado. En este sentido hizo presente que, por una parte, el artículo 73 de la Ley Suprema confía a los tribunales, entre otras funciones, la de “practicar y hacer practicar los actos de instrucción” -recordando que el proyecto transfiere dicha función al Ministerio Público que se propone crear- y, por otra parte, se plantea dividir el Capítulo relativo al Poder Judicial incorporando en él un apartado destinado a consagrar dicha institución.





				Señaló que el problema fundamental que se observa en torno a la consagración del Ministerio Público dice relación con el grado de autonomía que tendría este organismo, esto es, si estará completamente al margen del Poder Judicial o va a depender de alguna manera de él.





				Frente a estas alternativas opinó que debe existir algún tipo de control, aunque sea mínimo, del Ministerio Público por parte de la judicatura, toda vez que aquél será un miembro que se desprende del ámbito judicial.





				A este respecto destacó que en la Carta Fundamental el único poder del Estado consagrado con esta denominación es precisamente el Judicial, resaltando el principio de autonomía de que goza constitucionalmente el Poder Judicial.





	   Sobre esta materia hizo notar que una situación similar se presenta con la Academia Judicial: se trata de  una nueva entidad dentro del ámbito judicial que, de alguna manera, está subordinada a la Corte Suprema pues su ley orgánica entrega a este tribunal la supervigilancia de la Academia.  Agregó que otro tanto ocurre con la Corporación Administrativa de la Corte Suprema.





	Reiteró que en los dos informes emitidos por la Corte sobre la materia -el primero en relación al antiguo proyecto de ley orgánica del Ministerio Público, presentado durante el gobierno del ex Presidente Aylwin, y el segundo sobre la propuesta de sustitución del Código de Procedimiento Penal- se señala que de alguna manera debe establecerse que habrá un control del Poder Judicial sobre este nuevo organismo.





	Desde otro punto de vista, resaltó la preocupación de la Corte por la forma en que se compone el Consejo Superior contemplado en la iniciativa y, específicamente, por la intervención tan decisiva que instituciones ajenas al quehacer judicial tendrían en su conformación.





	Finalmente, sostuvo que la existencia de un fiscal nacional o general bajo el control de la Corte Suprema o designado con intervención de ésta, le parece que sería una vía adecuada para hacer frente a algunas de las cuestiones que inquietan a la Corte Suprema en torno al proyecto.








Ministro señor Germán Valenzuela Erazo





	No obstante adhirir a lo expresado por el Presidente de la Corte Suprema, afirmó que consideraba absolutamente innecesaria la creación del Ministerio Público, calificando al propósito de darle existencia como el resultado de una falta de estudio adecuado acerca de la realidad judicial chilena.





	Admitió que el sector judicial adolece de graves deficiencias pero, al mismo tiempo, sostuvo que las causas de ellas no se han investigado en forma honesta, profunda, histórica y teniendo presente nuestra idiosincrasia.  Las elaboraciones doctrinarias que conoce, dijo, se fundan solamente en teorías, en experiencias extranjeras y en el entusiasmo de algunas personas por incorporar esas formulaciones doctrinarias que no se sustentan en la experiencia chilena.





	Aseveró que la creación del Ministerio Público en la forma en que se propone en el proyecto en análisis representa una rémora para la democracia y el Estado de derecho porque, de acuerdo a la iniciativa, dicha institución no tendrá la independencia suficiente para administrar justicia, por la forma en que se integra el Consejo Superior.





	 Luego planteó que para desarrollar adecuadamente su función es imprescindible que ese organismo cuente con un alto grado de independencia de manera que pueda actuar dando garantías a todos y en forma justa y sensata. Ello no se consigue, dijo, con la actual proposición pues nadie puede desconocer la influencia que tiene el quehacer judicial en la actividad política.  Afectándose así la independencia se afecta, en definitiva, el Estado de Derecho toda vez que éste supone la existencia de poderes separados. Es esto, acotó, lo que se pone en riesgo por la intervención de los poderes Ejecutivo y Legislativo en la designación de los miembros del órgano directivo del Ministerio Público.





	Por otra parte, prosiguió, afecta a la democracia porque si sobre el Ministerio Público no se ejerce ningún control no se divisa quién velará por el ejercicio pleno de los derechos y garantías de los ciudadanos.





	Afirmó también que, a su juicio, no se ha considerado debidamente nuestra idiosincrasia al momento de plantear el modelo organizacional del Ministerio Público y, por  lo tanto, si en definitiva se crea no enfrentará adecuadamente los males y los vicios que se observan en Chile, particularmente en la esfera de lo judicial, mencionando al respecto, a modo de ejemplo, el perjurio.  Por lo anterior, considera que el Ministerio Público debe organizarse y contar con un procedimiento que le permita sustraerse de la influencia dañina de esas conductas.





	Sobre este mismo punto dijo que nuestra realidad no es comparable con otras donde hoy existe el Ministerio Público.  Citó como ejemplo el caso de la ciudad de Berlín, que cuenta con 700 funcionarios judiciales -entre fiscales y jueces- para atender una población de tres y medio millones de personas, en circunstancias que en Santiago, informó, para una población equivalente hay sólo 40 jueces del crimen.





	Sin perjuicio de lo anterior, consideró que podría ser conveniente la creación del Ministerio Público, aunque no como está planteado en el proyecto, sino que concebido como un órgano que represente a la sociedad para actuar por ella en defensa de los particulares, cuando sea necesario.





	Concluyó señalando que la eficiencia y agilidad de los procedimientos en Chile se conseguirían si se resuelven tres problemas básicos: a) aumentar sustancialmente el número de funcionarios judiciales, b) mejorar considerablemente la infraestructura del Poder Judicial y c) obtener mejores condiciones de trabajo para sus empleados, a fin de alcanzar más altos niveles de desempeño en sus funciones, y estimular el ingreso de profesionales calificados.














Ministro señor Mario Garrido Montt





	Atendido que el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo ya han tomado una decisión en cuanto a sustituir el sistema procesal penal actualmente vigente por otro de tipo acusatorio, oral y público, quiso expresar lo que el calificó como un sentimiento que se advierte en la Corte Suprema -ya que no hay opinión oficial sobre el proyecto hasta este momento- y que revela el criterio del Poder Judicial.





	Desde un punto de vista general, explicó que sobre este tema existen, básicamente, dos alternativas:





a) Crear una entidad completamente independiente del Poder Judicial, y 	





b) Dentro de su propia independencia, el Ministerio Público podría estar sujeto de algún modo a la tuición o control por parte del Poder Judicial, descartando, en todo caso, el control del organismo por parte del Gobierno y el Congreso.





	Sostuvo que al Poder Judicial, en principio, no le satisface la creación de un órgano completamente independiente. Este sentimiento lo observa en la Corte Suprema, en los presidentes de Cortes de Apelaciones y en buena parte de los jueces de Chile.





	La Judicatura, si bien acepta que se le cercene la atribución de que hoy goza para realizar y conducir la etapa del proceso dedicada a la investigación del delito, aspira a que, al menos en una etapa de transición relativamente prolongada de creación y puesta en marcha de esta nueva institución, tenga algún grado de tuición o control sobre él. En esto hay consenso en el Poder Judicial, sostuvo.





	Respecto del proyecto de reforma constitucional que se analiza, informó que existe en el mencionado poder del Estado preocupación por la indeterminación y vaguedad de la normativa que se ha propuesto para regularla. En efecto, la iniciativa crea el órgano pero no regula su estructura ni su identidad, lo que despierta inquietud. Al Poder Judicial, precisó, le gustaría que en el propio texto constitucional se fijara expresamente la estructura -al menos en lo básico- del organismo.





	Otro punto que creyó necesario dejar establecido es que los fiscales deben formar un cuerpo profesional y jerarquizado, que gocen de carrera funcionaria y estén afectos a inhabilidades, de la misma manera que los jueces, aunque, aclaró, no se trata de asimilar al Ministerio Público a las estructuras y características distintivas del Poder Judicial.








Ministro señor Adolfo Bañados Cuadra





	Informó que él forma parte de la posición de minoría de la Corte Suprema en relación a este tema.





	Explicó que el proyecto es objetable porque desconoce una tradición casi centenaria y trastorna profundamente un sistema que ha funcionado bien desde hace casi un siglo y sólo muestra deficiencias en las grandes ciudades.





	Agregó que mejor solución que la propuesta en la iniciativa en análisis sería permitir que el juez cumpla sus funciones sólo con dos o tres actuarios a quienes pueda supervigilar, pero no con diez o más, como ocurre actualmente.





	Manifestó que debe tenerse presente que en el último tiempo la existencia de la Academia Judicial ha venido a fortalecer sustantivamente el cuadro funcionario de la judicatura, acotando que un esfuerzo similar debiera hacerse en materia de infraestructura para el Poder Judicial.





	En cuanto al juicio oral propugnado por el proyecto en trámite en la Cámara de Diputados, afirmó que, por las características que presenta, hace descansar desmesuradamente la investigación en un fiscal que estará muy lejano al juez.  Ocurre, explicó, que el juez, al determinar responsabilidades, necesita tener gran confianza en las pruebas que se le presentan, advirtiendo que como el fiscal, según se propone, las retendrá durante mucho tiempo, cuando ellas se presenten al juez éste podrá dudar de la espontaneidad de las mismas, especialmente de los testimonios.


	Otro reparo que formuló al proyecto mencionado dice relación con la publicidad del proceso: actualmente el proceso es público hasta donde es posible, en atención a que la experiencia muestra que se pueden obtener resultados útiles solamente cuando se ha mantenido el proceso en secreto lo que, a su vez, permite realizar careos, reconocimientos en rueda de presos y otras diligencias.





	Agregó que la vulgarización del debate judicial que se obtendría con la publicidad del proceso sería, a su juicio, nociva porque desprestigiaría a la larga el ejercicio de una función que es muy técnica y delicada.





	Por todo lo anteriormente expresado planteó que el Ministerio Público debería proponerse, como ocurría otrora, como un órgano que auxilie o colabore con el juez.





	En cuanto a la autonomía del Ministerio Público, concluyó, ella debe ser sólo relativa, dejándose al Poder Judicial, al menos a los estratos superiores de él, un cierto grado de control que asegure entre ambas entidades una relación de confianza.








Ministro señor Hernán Alvarez





	Explicó que en la reunión de Ministros de la Corte Suprema aludida por el Presidente de ésta, la mayoría expresó su acuerdo con lo medular de las líneas directrices que informan el proyecto en estudio, en cuanto a acoger esta transformación tan profunda de nuestro sistema procesal penal, consagrando el juicio acusatorio, oral y público.





	Para fundar esa opinión se tuvo presente, por una parte, que el sistema inquisitivo actualmente aplicado en Chile no se corresponde con los esquemas institucionales del país, y por otra, no asegura debidamente los derechos de las personas.





	Citó luego el punto Nº 2 del acuerdo adoptado por la Corte Suprema al informar el proyecto sobre sustitución del Código de Procedimiento Penal, que expresa: “La investigación debe quedar en manos del fiscal propuesto, aunque se considera que su independencia funcionaria no debiera ser absoluta.  Una justa ecuación entre esa independencia y el control disciplinario que debe conservar la Corte Suprema sobre todo el Ministerio Público a lo largo de toda su estructura podría ser un paso necesario de evolución del sistema imperante al nuevo a que se aspira, sin los riesgos que con toda razón plantea un cambio tajante”.





	Afirmó que también tuvieron presente para aceptar este nuevo sistema que él responde, y con ello se les daría cumplimiento, a los compromisos que el país ha adquirido mediante la suscripción de diversos tratados internacionales en que se señala que el juicio penal debe ser público, y el imputado debe tener la oportunidad de contrainterrogar a los testigos y enfrentarse con los demás agentes del proceso, todo ello informado por el principio de la inmediatez.





	Respecto del tema de la autonomía del Ministerio Público dijo que en su opinión era evidente que el organismo debía estar dotado de autonomía funcional y, por lo tanto, separado del Poder Judicial, añadiendo que aquél debe contar con las garantías que aseguren dicha autonomía de manera que cumpla cabalmente su relevante función.





	En este sentido no le parece que garantice la debida independencia del Ministerio Público el hecho de que en su cúpula exista un cuerpo colegiado cuya generación va a estar informada por la voluntad política de la Cámara de Diputados, del Senado y del Presidente de la República.





	Agregó que la dirección de la entidad a cargo de un órgano colegiado puede entrabar su funcionamiento, lo que sería muy grave dada la importancia de las tareas que está llamado a cumplir.





	Recordó que en el proyecto de ley orgánica sobre Ministerio Público anteriormente presentado, esta institución era encabezada por un Fiscal Nacional único, siendo este criterio compartido plenamente por la Corte Suprema.  Acotó que, además, su estructura inferior debe responder a los principios de jerarquía y profesionalismo.





	En cuanto a las formas de control explicó que el Ministerio Público -como se propone en el proyecto- aparece como un organismo de alta jerarquía pero, por su ubicación en el texto constitucional aparece vinculado o formando parte del Poder Judicial.  Para aclarar este punto propuso consagrarlo en un capítulo aparte.





	Por último, planteó que este nuevo organismo debe, en todo caso, estar sometido en sus actuaciones a los principios de legalidad y de responsabilidad y deben consagrarse los mecanismos que hagan efectivos esos principios. A este respecto sugirió que los fiscales podrían ser pasivos de juicio político y removidos de su cargo por mal comportamiento o quebrantamiento grave de sus obligaciones.
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Exposición del señor rector de la Universidad de Los Andes, señor Raúl Bertelsen Repetto
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Rector de la Universidad de Los Andes, señor Raúl Bertelsen Repetto





	Primeramente manifestó que presumía que tras el proyecto de reforma constitucional subyace implícita la decisión política fundamental de transformar radicalmente el proceso penal chileno, pues sólo así se entiende la necesidad de reformar la Constitución Política.





	En esta perspectiva y como consideración general previa expresó que desde 1976, en su opinión, existe una incongruencia radical entre el sistema procesal penal inquisitivo chileno y las normas constitucionales que rigen en el país, toda vez que desde la fecha indicada se garantiza constitucionalmente la igualdad ante la justicia y la racionalidad en los procedimientos.





	La afirmación anterior la sustentó en el hecho de que desde el momento en que se garantiza la igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos se hace necesaria la existencia de un juez objetivamente independiente.





	Informó que sobre este punto existe unanimidad en la mejor doctrina constitucional occidental en el sentido de que no es concebible siquiera un sistema procesal penal en el cual una misma persona tiene a su cargo la instrucción y luego el juicio mismo.





	Además la Constitución exige la racionalidad y justicia a los procedimientos, concepto éste de índole general del cual se deriva una serie de exigencias particulares, muchas de las cuales son inconciliables con el sistema inquisitivo, tales como la contradicción de las pruebas, la posibilidad de los inculpados de defenderse oportunamente y, naturalmente, la separación de las funciones de averiguación con las de juzgamiento.





	En resumen, sostuvo, hay una razón básica de congruencia constitucional que impulsa la reforma del sistema procesal penal chileno.





	Explicó que si hasta ahora no ha habido un cuestionamiento público de la inconstitucionalidad del referido sistema, ello se explica por dos razones:


	a) Por la antigüedad de las normas legales, se trata de una inconstitucionalidad que ha sobrevenido por la dictación posterior de la Constitución Política, y





	b) Porque si se declarara inconstitucional el Código de Procedimiento Penal sería tan radical el colapso del sistema que, en la práctica, no es posible hacerlo.





	En relación con el proyecto en debate indicó que la fórmula planteada en él no es la única que se aviene con el cumplimiento de las garantías constitucionales referidas; otra posibilidad, dijo, sería la existencia de jueces de instrucción distintos de los jueces sentenciadores.





	Afirmó que, de acuerdo a la proposición contenida en el Mensaje, es indispensable reformar la Constitución Política porque la estructura judicial que ésta consagra no admite crear a nivel legal la figura del Ministerio Público. En consecuencia, coincidió en la conveniencia de crear con rango constitucional dicha institución, con carácter autónomo.





	Manifestó que le parece un acierto la conceptualización que en el artículo 80 bis se hace acerca de las tareas fundamentales del Ministerio Público.





	Sin embargo, advirtió,  la composición misma del nuevo órgano constitucional le parece objetable.  No cree conveniente la existencia del Consejo Superior del Ministerio Público pues su única función precisa sería nombrar al Fiscal General. Por lo anterior, le parece aconsejable que esté a cargo de un Fiscal Nacional, autoridad que debe ser nombrada con plenas garantías que aseguren la total competencia, idoneidad e independencia de la persona que vaya ocupar el cargo. En este sentido, se mostró partidario de una fórmula en que participen las cabezas de los tres poderes del Estado: una terna o quina elaborada por la Corte Suprema y una propuesta del Presidente de la República, a partir de esa terna o quina, que sea ratificada por los dos tercios del Senado.





	Propuso considerar la alternativa de dotar de inamovilidad al Fiscal Nacional hasta los 75 años, como es el caso del Contralor General de la República y de los magistrados, o bien una fórmula similar a la que existe para los miembros del Tribunal Constitucional y del Consejo del Banco Central, casos en los cuales se contempla un prolongado período que permite aquilatar su desempeño y, según sea éste, ponderar su reelección.





	Asimismo, sugirió contemplar un sistema de remoción del Fiscal Nacional mediante un requerimiento que podría plantear la Cámara de Diputados ante el Tribunal Constitucional, sobre la base de causales que deberían precisarse cuidadosamente.





	Manifestó que cumpliéndose estas condiciones no se necesitaría una mayor regulación de la entidad en el texto constitucional, encargándose a la ley definir los pormenores de su organización y funcionamiento, limitándose la Constitución a desarrollar algunos puntos de particular relieve como podrían ser la existencia de fiscales regionales, inhabilidades de ellos y otras materias.





				Finalmente, observó que estimaba inadecuado la utilización de las expresiones “descentralización” y “regionalización”, toda vez que ellas se refieren a fenómenos que nada tienen que ver con las ideas y propósitos del proyecto.








-----
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Exposición del profesor Sr. Orlando Poblete Iturrate, de la Escuela de Derecho de la Universidad de Los Andes.





�
Exposición del profesor Sr. Orlando Poblete Iturrate, de la Escuela de Derecho de la Universidad de Los Andes.








I Cuestiones básicas de la reforma Constitucional.





1.- La consideración de una instrucción a cargo del Ministerio Público y no de un Juez de Instrucción.





1.1 El Proyecto de Código de Procedimiento Penal discurre sobre la base de una instrucción a cargo del Ministerio Publico porque consagra un sistema de corte acusatorio.





La instrucción a cargo de un Juez de Instrucción es propia de lo que se llama sistema inquisitorio reformado, que nosotros no hemos tenido y que la doctrina y experiencias prácticas consideran superado por diversas razones que resume muy bien el destacado penalista de la Universidad de Valencia, profesor Tomás Vives: “De todo lo dicho se infiere suficientemente la necesidad de reformar globalmente el proceso, y en esa reforma puede optarse por la vía de incrustar en el modelo inquisitivo los fragmentos del acusatorio que se vayan mostrando imprescindibles, recorriendo así un camino largo, fatigoso, lleno de sobresaltos y siempre insatisfactorio, o, por el contrario, decidirse de una vez a cambiar de modelo tomando como paradigma uno decididamente uno acusatorio.  Y, en este sentido, la opción por el norteamericano es poco dudosa, introduciendo en él las modificaciones aconsejables para corregir sus deficiencias y adaptarlo a nuestras posibilidades y, en la medida de lo posible, a nuestras tradiciones.





Este último es el camino que apunto en mis trabajos de investigación de las últimas décadas, que promuevo ahora porque creo que hay que empezar a recorrerlo con decisión y la urgencia de hacerlo viene determinada de una parte, por la situación en que podemos encontrarnos un día, a saber:  Que las exigencias de la Constitución y de tratados internacionales precisadas por numerosos tribunales en riquísima jurisprudencia, hagan que el viejo edificio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal se desplome sin que se halle preparada la sustitución y, de otra, por el tremendo saldo negativo que para la convivencia democrática arroja el fracaso del proceso penal vigente.  Este fracaso no se traduce sólo en crispasión e inseguridad sino que, además, refuerza el indeseable proceso histórico de desplazamiento de la potestad sancionadora hacia la Administración.  En la inversión de esa tendencia y no en la perpetuación del modelo que la ha generado deberían centrarse los esfuerzos de quienes pretenden defender las garantías.”





1.2.1 El problema de la instrucción es el de la combinación de la eficiencia en la investigación y la vigencia de las garantías individuales.


-- Si se analiza lo que hace un Juez de Instrucción, se constata que éste ejerce jurisdicción en cuanto resuelve sobre los derechos de las personas comprometidos en la instrucción y al mismo tiempo dispone actos de investigación, averigua, reúne datos y comprueba evidencias, actividad que no es jurisdiccional.


--- Esta confluencia de funciones sitúa al Juez de instrucción en una posición de contradicción: ser investigador y controlador de la investigación; ordenar y ejecutar los actos de instrucción y ser garante de los derechos de los afectados por ellos.


--- Creemos que ello quebranta el derecho constitucional a un juez imparcial, que es esencial y base del debido proceso ( del racional y justo procedimiento).





1.2.2 La fórmula adecuada es la que propone el nuevo Código de Procedimiento Penal:  separar las funciones en la instrucción: lo que es propiamente instrucción, que no es jurisdicción, no se atribuye a un juez sino a un órgano apropiado, el Ministerio Público, que ha de crearse con todas las condiciones para que sea eficiente en la investigación, y lo que es propiamente jurisdiccional, la resolución acerca de cuestiones esenciales que comprometen las garantías individuales, se encarga a un órgano jurisdiccional: el juez de control de la investigación.


--- Esta fórmula logra combinar en armonía la labor de un órgano que debe considerarse técnico (la idea es que sea especializado en las técnicas de instrucción según la naturaleza de la criminalidad) y que debe ser eficiente en la persecución (combate a la criminalidad, oportunidad en la investigación, prioridad real en el trato a los delitos más graves), con la obligación ineludible de respetar las garantías constitucionales básicas cuya protección queda entregada al Juez de Control de la Instrucción, quien se convierte en el gran garante, y en cuanto controla, en figura esencial y de primera importancia en su fase preparatoria. El Juez preside la instrucción y le imprime un sello de legítima legalidad y garantía.


Una lectura atenta del nuevo Código de Procedimiento Penal muestra que los actos de instrucción dependen en cuanto su eficacia de lo que el juez de control de la instrucción autorice, y el peligro que se ve en el Ministerio Público como instructor no tiene justificación si se considera efectivamente las atribuciones y la competencia del juez de control.





1.2.3 E1 Proyecto de Código de Procedimiento Penal consagra también la idea de una instrucción desformalizada. Pretende con la instrucción sólo alcanzar ciertos elementos básicos para realizar una imputación penal, pero que concentra el mayor esfuerzo, jurídico y económico para resumir, en el juicio oral, donde se producirá el debate y la prueba, consagrándose que "Toda persona tiene derecho al juicio previo oral, público y contradictorio”


--- Cuestión crucial es la de la prueba y la necesidad de que sólo aquella producida ante los jueces del juicio oral sea considerada para juzgar.





Las diligencias de instrucción sólo tienen mérito para los actos de la instrucción. Es preciso eliminar toda posibilidad de que las diligencias de instrucción sean utilizadas en el juicio oral, única forma de salvar los principios de contradicción y de inmediación.


--- Una instrucción formal, como la que normalmente realiza un Juez de Instrucción, tiende a pesar en el juicio oral y termina por imponerse destruyéndolo. Es una experiencia que han vivido países como España y que creo podríamos sufrir considerando nuestra viciosa e inconstitucional práctica de juzgar en mérito del sumario.


--- tal instrucción formal, el recurso a la escrituración y la tendencia señalada comprometen también gravemente el principio de contradicción que es esencial en el juicio oral.





2.- La necesidad de consagrar constitucionalmente, en términos claros y precisos, el Ministerio Público y sus definiciones esenciales.


Esto es elemental. Considerando las funciones que se le entregan, el nivel jerárquico del instituto debe ser la Constitución Política.


--- A1 mismo tiempo, tal consagración supone explicitar con claridad que al Ministerio Público corresponderá " la investigación de los delitos y la formulación y sustentación de la acusación penal".


--- Por otra parte, esta reforma debe también asegurar la autonomía del Ministerio Público, autonomía que debería considerar al menos sus expresiones generacional, funcional, económica y operativa.





3.- La necesidad de eliminar la norma constitucional que se refiere a la atribución de los tribunales de "practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten".





La referida norma ha sido considerada como la base de la investigación judicial de los delitos y el fundamento de la competencia actual de los jueces para instruir el sumario, de manera que la decisión de encomendar la instrucción al Ministerio Público supone su derogación, para evitar toda contradicción y toda duda.





Esta supresión en nada compromete la función jurisdiccional propia de los jueces. Es preciso tener presente que debe encomendarse a los jueces funciones distintas a las propias sólo cuando ellas se justifiquen por la garantía de los derechos de las personas.





II Consideraciones en torno al Proyecto presentado por el Ejecutivo, Mensaje 98-334.





1.- La inclusión del Fiscal Nacional del Ministerio Público y de los Fiscales Regionales entre las autoridades a quienes se prohiben candidaturas a diputados y senadores, en el caso del Ministerio Público por un período de cuatro años, es necesaria como elemento de prevención de la politización de los cargos y del instituto.





2.- Acerca de la eliminación en el inciso tercero del artículo 73, de la expresión "y practicar o hacer practicar los actos de instrucción que decreten", hemos señalado nuestra posición en el número I.3.








3.- Respecto del subtítulo "Ministerio Público" puede decirse lo siguiente:





3.1 La consagración de un organismo "autónomo, con patrimonio propio" es lo básico y mínimo posible respecto de los requerimientos sobre esta materia en cuanto simplemente excluye toda dependencia o tuición de otro órgano, sin perjuicio de lo que se dirá respecto del Consejo Superior.








3.2 El inciso segundo del artículo 80 bis faculta al Ministerio Público para impartir en conformidad con la ley órdenes directas a la fuerza pública, siguiendo los términos de la facultad de la misma naturaleza reconocida a los tribunales.





Se trata de una norma básica para garantizar la autonomía operativa del Ministerio Público, sin la cual la eficiencia de la instrucción podría verse gravemente amenazada. Merece recordarse que originalmente el Proyecto de Código consideraba incluso la posibilidad de una instrucción urgente, que admitía proceder sin autorización judicial previa, la cual fue rechazada por la Comisión de la Cámara, lo que a nuestro juicio afectó la eficiencia de la instrucción.





3.3 La existencia de un Consejo Superior que ejercerá la dirección del Ministerio Público y la integración del mismo son aspectos que deben revisarse.





Somos partidarios de un Fiscal Nacional que dirija el organismo y sea responsable de sus actos y del cumplimiento de sus deberes. Creemos que la dirección unipersonal en manos de una autoridad técnica es más apropiada para conseguir los fines de un órgano que inicia su actividad y del cual no hay experiencia nacional. Sin perjuicio de la existencia, bajo su dependencia, de un consejo que le asesore, ha de existir un administrador que responda de la ejecución de las obligaciones que la Constitución y la ley le encomiendan.





La persecución penal pública, que es materia trascendental de la política criminal, debe ser encomendada a una autoridad del máximo nivel profesional y técnico, que goce de verdadera independencia y autonomía, por un período determinado y sujeto a responsabilidad por las causales y procedimientos que se aplican a las altas investiduras del Estado.





Los resguardos y sistemas de control no pueden ser tales y de tal magnitud que burocraticen el Ministerio Público y le impongan la práctica de no hacer para no generar problemas.





Creemos que este órgano colegiado que se crea no asegura la necesaria independencia y autonomía del Ministerio Público. Las designaciones a través de diversos órganos de sus componentes crearán vínculos que intentarán influir la gestión, más aún en momentos de conflictos graves.


La misma estructura del órgano dificulta seriamente la posibilidad de hacer efectiva la responsabilidad, la cual tiende a diluirse. Y como a tal órgano se le atribuye la dirección superior del instituto, la situación es aún más compleja. Es posible que en casos graves de imputaciones acerca de la ineficiencia del órgano, no obstante ser efectivas, terminen por neutralizarse por diversas instancias.





3.3 La forma de generación del Fiscal Nacional nos parece debería ser la propuesta originalmente: nombramiento del Presidente de la República, con acuerdo del Senado y a proposición de cinco personas por la Corte Suprema.





Las razones de esta fórmula están expresadas en los puntos anteriores. Básicamente, insistimos que ella permite elegir a una persona idónea técnica y profesionalmente, sin perjuicio del sistema de responsabilidad que es propio de una autoridad de tal rango. Y, una vez generada la autoridad, adquiere la debida independencia y autonomía. No es representante de nadie ni representa los criterios de un sector u otro sino que, al contrario, ha sido propuesto por tener él criterios propios sobre la materia de su competencia, por su idoneidad profesional. Su gestión será la que él defina dentro de sus atribuciones.





E1 control judicial efectivo de la actividad del Ministerio Público, la autorización de sus actos de instrucción por el Juez de Control de la Instrucción, constituye a nuestro juicio un elemento esencial de equilibrio que debe ponderarse siempre al evaluar la posibilidad de una actuación desmedida o politizada del Ministerio Público.





- - - -
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Constitución Política de la República:





a) Artículo 54: Señala quiénes no pueden ser candidatos a parlamentarios;


b) Artículo 73: Contiene la facultad de que actualmente gozan los tribunales para impartir órdenes a la Fuerza Pública a fin de practicar actos de instrucción que decreten en los procesos que conozcan;


c) Artículo 75: Señala los preceptos generales para el nombramiento de ministros, jueces y fiscales;


d) Artículo 78: Prohibe la detención de ministros, jueces y fiscales sin orden de tribunal competente (fuero);


e) Artículo 79: Consagra la facultad de superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema sobre los tribunales de la nación.





Ley de 15 de octubre de 1875 sobre organización i atribuciones de los tribunales de justicia, que estableció el Ministerio Público, conformado por el fiscal de la Corte Suprema, los fiscales de las Cortes de Apelaciones y los promotores fiscales en los juzgados de primera instancia.





D.L. Nº 426, de 1927, que suprimió los cargos de promotores fiscales.





Ley Nº 7.200, artículo 32, autoriza al Primer Mandatario para refundir la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribunales con las que la modificaban y complementaban. Esa ley, signada con el Nº 7.421, es el Código Orgánico de Tribunales.





Código Orgánico de Tribunales, Título XI, párrafo 1, El Ministerio Público, artículos 350 a 364, contiene las principales disposiciones vigentes sobre la materia.





D.F.L. Nº 1, de Hacienda, de 1993, texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado, artículo 5º: relativo al ejercicio y sostenimiento de la acción penal en determinados delitos en que corresponde al Estado el deber de velar por el bien común.





Otros cuerpos legales





La Secretaría ha practicado una revisión de  bases de datos disponibles, a raíz de lo cual puede informar que 108 preceptos de 20 textos legales o reglamentarios se refieren al Ministerio Público. Se adjunta anexo con la información correspondiente.





X.- ESTRUCTURA DEL PROYECTO: Consta de un artículo único dividido en siete numerales.





Los números 1 al 5 modifican los artículos 32, número 14º; 49, número 9); 54, números 4), 7), 8), agrega un número 9), nuevo, e inciso final; 73, inciso tercero; 75, incisos segundo y tercero, y 78.





El número 6 agrega un Capítulo VI-A, nuevo, destinado a crear y regular el Ministerio Público.





El número 7 añade dos disposiciones transitorias destinadas a: regular la entrada en vigencia de sus normas, la trigesimosexta, y, la trigesimoséptima, la integración de la quina y las ternas que se formen para proveer por primera vez los cargos que se crean.
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b) Establecer los lineamientos generales que informarán el estatuto de los fiscales miembros del Ministerio Público;





c) Regular la entrada en vigencia de las normas de esta reforma, así como la de las disposiciones legales que la complementan, y su instauración gradual y progresiva en las distintas regiones del país, junto con el nuevo sistema procesal penal.





d) Introducir a la Carta Fundamental otras enmiendas, necesarias para adecuarla a la creación de este nuevo organismo.





XII.- NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: Por tratarse de una reforma constitucional, se requiere el voto conforme de las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio (regla general).





XIII.- ACUERDOS: Idea de legislar y articulado, aprobados por unanimidad (5x0).





						Valparaíso, 8 de abril de 1997.
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� El citado Decreto con Fuerza de Ley de 1927 declaró vacantes los cargos de Promotores Fiscales que intervenían en la primera instancia en los procesos criminales.


� La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento dejó constancia expresa en tal sentido, en el primer informe sobre el proyecto que se transformó en ley Nº 19.202, Boletín Nº 501-07, de fecha 5 de agosto de 1992, p. 25.





�  Ver ley Nº 18.918, artículo 9º.


�  Ver pág. 17
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